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			HISTORIOGRAFÍA, POLÍTICA Y NACIONALISMO 




			 




			I 




			 




			Nací en 1954, doscientos cuarenta años después de la guerra de Sucesión, y tuve una infancia y una adolescencia plenamente franquista en el barrio de La Torrassa, antaño conocido por ser de claras afinidades anarquistas. Durante toda mi educación en la Escuela de Nuestra Señora de los Desamparados y en la Escuela Montessori, me enseñaron una historia de España que era sencillamente mentira. Empeñado como estaba el Régimen en hacer «buenos españoles» para evitar los peligros del «separatismo» y de los «rojos», la maquinaria del «movimiento nacional» puso en marcha un programa de formación del «espíritu nacional» (asignatura en la que por cierto yo sacaba muy buenas notas), que contenía una versión nacional-católica de la historia hispana que era la que convenía a los «victoriosos» de la guerra (in)civil. La que convenía no sólo para justificar su alzamiento frente a la legalidad republicana, sino también para legitimar su proyecto de sociedad y su idea de España. Es decir, que durante muchos años la historia fue uno de los instrumentos más útiles para conseguir alcanzar, con eficacia y rotundidad, la meta perseguida por el franquismo de que su España «una, grande y libre» apareciera ante mí como un producto natural e inevitable del pasado. En suma, fui sencillamente manipulado y adoctrinado por la ideología oficial franquista a través de la diosa Clío, quien con sumo esmero contribuyó a nacionalizarme como español.1 




			En mis últimos cursos de bachiller nocturno, coincidentes con los primeros años de nuestra apasionante transición política, fui percibiendo que la narrativa franquista de la historia española no estaba tan clara como los libros de texto me habían mal enseñado. En buena medida, la reacción moral ante esa constatación fue la que me decantó por estudiar historia y no filosofía, resolviendo de este modo un dilema que habitaba en mi cabeza desde hacía tiempo. En la renovada Facultad barcelonesa de Geografía e Historia de la segunda parte de los años setenta, se acabó por confirmar lo evidente: había crecido con una falsa historia de España en la cabeza y con la casi plena ausencia de la historia de Cataluña. Una historia manipulada que estaba destinada a crear en mí una idea política de España que obedecía a las creencias e intereses de quienes pensaban que el país era suyo por antonomasia y que sólo ellos podían dirigirlo y salvarlo de los enemigos internos.  




			Cerciorarme de aquella realidad adoctrinadora representó para mí una sólida toma de conciencia en torno a una idea central que ha presidido toda mi tarea docente e investigadora: no manipular ideológicamente el pasado. Aunque de manera no perfectamente consciente, creo que aquellos años en que descubrí cómo la historia era una materia con capacidad para liberar o esclavizar a los seres humanos, fueron decisivos en mi concepción sobre la tarea de historiador. A saber, que la verdad sobre el pasado es un derecho de cada ciudadano, un derecho irrenunciable si no queremos vivir en sociedades totalitarias, un derecho que los historiadores tenemos la obligación deontológica de practicar y de custodiar ante quienes deseen conculcarlo.  




			Partiendo de esta premisa moral sobre el papel cívico de la historia, el presente aspira a ser un libro de ciencia al servicio de la política con mayúsculas. Es decir: una obra que desea generar un contrastado conocimiento de la realidad social destinado a mejorar la vida de los seres humanos. Es, pues, un estudio inspirado por el «patriotismo ciudadano». Pocas labores hay más importantes para un historiador que reflexionar sobre su oficio para que resulte socialmente útil. Pocas más importantes que mantener la vigilia sobre la calidad epistemológica de la historiografía, tarea de obligado cumplimento por parte de los propios historiadores si queremos practicar una mirada siempre crítica sobre la forma y manera de ejercer nuestra profesión.2 Por eso, la meta última de este trabajo es tratar de analizar las relaciones entre historiografía y política en las tres últimas centurias en un país llamado Cataluña (aunque bien podría ser cualquier otro). O dicho de otro modo: se pretende escudriñar en qué medida los historiadores elaboran discursos sobre el acontecer pasado que penden de los presupuestos de las ideologías construidas por los pensadores o los políticos, y en qué medida dichas narraciones históricas han influido después en la política de su tiempo y han tenido un peso condicionante en épocas posteriores.3 




			Como otros muchos pueblos, el catalán ha tenido en los últimos siglos una clara vocación historicista. En el momento de pensar en su actualidad y de imaginar su futuro, ha dado una imponente presencia a la narración del pasado. Un pasado explicado principalmente por los historiadores cuya importancia para el presente, por supuesto, no seré yo quien la niegue, pero que en bastantes ocasiones ha terminado resultando para los propios catalanes una carga excesiva, a veces agobiante, que en algunos momentos se ha llegado a convertir incluso en una cuestión casi determinante para la vida de los contemporáneos; una importancia tan envolvente que tal pareciere a veces como si el pasado acabase lastrando las propuestas de futuro; tan envolvente que no es difícil tener la sensación, al menos para quien escribe, de que el pasado ha terminado por mermar en parte la libertad de aquellos que tenían que edificar el presente y el futuro al no permitirles ninguna «infidelidad» a la historia narrada por los historiadores sobre el pretérito catalán.  




			En realidad, es como si se olvidara que el inmenso océano del pasado está para ser socialmente útil y no para determinar la vida de los ciudadanos de manera inexorable. Es como si estos últimos tuvieran la ineludible obligación moral de reconocer el «imponente» o «desdichado» pasado patrio, teniendo la irrenunciable misión de recuperarlo para iluminar de forma «coherente» respecto a él nuestro presente-futuro, asegurando así una imaginaria línea de continuidad histórica tendente a confirmar nuestro «excepcional» pasado y a alcanzar el paraíso nacional. Es como si el pretérito atenazara a los actores históricos del presente en tanto en cuanto es quien construye su sentido del futuro. Ha existido y existe en Cataluña, y especialmente entre sus políticos e intelectuales, un verdadero culto por ese pasado convertido en «memoria histórica nacional» a la que guardar necesaria fidelidad porque ella expresa mejor las virtudes seculares (y especiales) del pueblo catalán, las mismas que en esa manera de pensar conforman la esencia de su identidad colectiva, que es precisamente la que sirve de palanca principal para el (¿inevitable?) proceso de nacionalización de los ciudadanos. Y como decía Hegel, los pueblos con demasiada historia corren el peligro de no poder ser a veces felices, ni libres, añado yo. 




			Tanto es así, que con frecuencia puede dar la sensación de que los catalanes estuviéramos presos de una especie de enfermedad del pasado expresada en una actitud casi obsesiva por detectar los agravios para ponerlos, a menudo, al servicio de la visión victimista del pretérito requerida por los proyectos políticos de presente. Una visión victimista en gran medida basada en el agravio y que valida la idea de permanente conflicto entre Cataluña y el Estado español, situando la carga de la culpa en un ente coloquialmente llamado «Madrid». Conflicto que por su parte buena parte del nacionalismo español ha querido con frecuencia deslegitimar aludiendo a la deslealtad egoísta de los catalanes o a la inexistencia objetiva del agravio. Un conflicto, en suma, que algunos catalanes consideran que ha sido y es fatalmente irremediable, mientras que otros han tratado y tratan de gestionar con la máxima voluntad posible de conseguir un acuerdo. Un acuerdo de convivencia en el caso de catalanes de sesgo más bien optimista como Jaume Vicens Vives o bien un acuerdo de conllevancia en el caso de castellanos con un punto de escepticismo como José Ortega y Gasset.4 




			Quisiera dejar explícito mi parecer, seguramente sorprendente e impopular, y más proviniendo de un historiador, de que la mencionada «infidelidad» a la historia resulta a menudo imprescindible para seguir construyendo la sociedad en paz y progreso, y también mi parecer de que aspiramos a conocer lo pasado para aprender, a partir del inmenso material empírico que contiene, la lógica de los procesos sociales, pero no para ser inexorablemente fieles a sus postulados cuando se expresan a través de mitos indestructibles fabricados por la ingeniería sociopolítica. ¿Se imaginan qué hubiera sucedido en la transición política española si nadie hubiera «traicionado» sus ideas primogénitas y el pasado que ellas representaban? ¿Podrían haberse entendido personajes como Adolfo Suárez y Santiago Carrillo? Suárez fue «infiel» a su historia y desechó los principios generales del movimiento que había jurado defender y que rechazaban la democracia; Carrillo hizo otro tanto con las ideas comunistas clásicas que sostuvo hasta llegar a su propia formulación de un eurocomunismo que ya no consideraba los principios democráticos como un maléfico producto burgués.5 Y así podríamos citar un sinfín de personajes de los años setenta y ochenta que hicieron posible crear la democracia española a través de un camino en el que la violencia no logró adueñarse de la política, por más que algunas minorías fanáticas lo intentasen. Y en esta vital tarea de construir la democracia parlamentaria, la «traición» a las doctrinas sostenidas y a los pasados históricos fue mano de santo (si se me permite el juicio de valor). O dicho de otro modo: fue esencial aceptar el derecho a sustituir las antiguas ideas (individuales y colectivas) como mecanismo fundamental para el progreso social basado en la convivencia democrática. 




			Pienso que las narraciones que bastantes historiadores catalanes han elaborado de nuestro pasado han estado y están sumamente vinculadas a lo que se nos quería decir y se nos dice (también por parte de ellos) sobre nuestro hoy y nuestro mañana. Entre lo que fue, lo que es y lo que se pretende que sea, los catalanes hemos puesto casi siempre la historia de por medio. Un ejercicio sano y conveniente a condición de que se haga con mesura y sin sacralización, con racionalidad y sin mitificación, con rigor y sin manipulación, con matices y sin simplismos, con ecuanimidad y sin maniqueísmo, con contextualización histórica y sin anacronismos presentistas, con ciencia y sin apriorismos ideológicos, hagiografía, narcisismo o victimismo. En definitiva, sin teleologismos estériles que afirmen que estamos predestinados a recorrer un determinado camino previamente trazado desde fuera de la condición humana en sociedad, y también sin que el pasado sea el capital inmaterial que determina inexorablemente el presente de los vivos y el sentido de su futuro. Cuando la actitud historicista se densifica en exceso, se corre serio peligro de acabar momificando a los actores del presente. Y en el caso de Cataluña, tengo para mí que los proyectos políticos nacionalistas han tenido en la historia y en algunos historiadores unos servidores constantes y solícitos en la tarea de nacionalizar a las masas ofreciéndoles un relato histórico coherente con los fines nacionalistas. Desde luego que no han sido los únicos protagonistas, ni siquiera me atrevería a decir que los fundamentales, pero sí que sin ellos la tarea nacionalizadora no hubiera sido tan eficaz y tan profunda y, en cierta medida, puede que incluso habría resultado imposible. No es que la nacionalización de la ciudadanía la efectúen únicamente los intelectuales alimentando a los aparatos del Estado para que éstos la inoculen en los ciudadanos, pero sin duda que en los procesos de creación de la identidad nacional, los historiadores han demostrado ser harto eficaces en casi todos los países y épocas. 




			 




			II 




			 




			Como quiera que voy a tratar de mostrar que esa relación entre historiografía e ideología ha tenido influencia en la obra de numerosos historiadores catalanes que se han ocupado de estudiar el principado en tiempos del absolutismo borbónico (tarea que no descarto en el futuro realizar para el resto del ámbito hispano), y como quiera también que trataré de argumentar que muchas veces esa relación no ha resultado beneficiosa para el acervo científico ni tampoco para construir las bases de un discurso político cimentado en la verdad histórica, creo oportuno expresar, siquiera someramente y para evitar suspicacias y/o lecturas equivocadas por falta de la pertinente aclaración, mi actual ideario político ante el posible lector de estas páginas.  




			Considerado desde la tradición profesional de los historiadores, se trata, sin duda, de un atípico ejercicio de público destape ideológico que efectúo primero como una especie de preventivo para tratar de no cometer, en mi propia práctica historiográfica, los mismos inconvenientes que voy a señalar en el caso de otros colegas. Pero también lo hago como una apuesta por la transparencia y la honradez intelectual ante un lector que deseo que pueda contrastar, de este modo, si mi idea del progreso social y mis posiciones políticas afectan a mis ponderaciones históricas hasta el punto de perder el norte de la más básica deontología profesional del historiador, centrada ante todo en el imprescindible deseo de alcanzar la verdad histórica mediante la objetividad científica para ofrecerla a ciudadanos libres capaces de extraer las lecciones que crean convenientes a la hora de elaborar el cuerpo ético, ideológico y político que guiará sus acciones de presente y de futuro.  




			Hay quienes consideran, al estilo de Marcel Proust, que no es necesario conocer la biografía de un autor para comprender su texto.6 En el caso de los historiadores, eso debería ser el ideal, dada su exigible neutralidad. Sin embargo, como cada cual tiene su propio almacén biográfico en el que acumula ideas y sentimientos, y como quiera que este libro defiende precisamente que no se debe historiar desde ellos, me ha parecido oportuno explicar al lector brevemente cuál es la posición ideológica del autor. Me otorgo licencia, pues, para ensayar con brevedad mi autodefinición política que, como es natural, resulta subjetiva y, por tanto, sujeta a discusión por parte de quienes me conocen personalmente o han leído alguna de las piezas por mí escritas.  




			Soy ideológicamente un socialista democrático de corte reformista y espíritu liberal. Estoy persuadido de que la mejor forma de organizar la comunidad es un conveniente matrimonio entre lo privado y lo público, el mercado y la política, la sociedad y el Estado. Aunque en tiempos estudiantiles y de transición política tuve una breve etapa de proximidad al mítico y entonces esplendoroso PSUC, pronto pensé que mi camino era la reforma gradualista alejada de cualquier veleidad más radical. Así que mi ideario proviene de los renacentistas, de los reformistas ilustrados, de los liberales progresistas decimonónicos y del variado universo socialista. Soy, pues, un ciudadano más bien virado hacia la izquierda reformista que piensa que sin libertad no hay efectiva igualdad y que sin luchar por la igualdad no hay posibilidad de alcanzar la verdadera libertad. Durante una década milité en el PSC y hace ya tres lustros que no participo de la vida de ningún partido político. Eso se debe a que percibí con claridad que aquello no estaba hecho para mí: demasiado librepensador para admitir todas las razones de partido, y en exceso escrupuloso para admitir todas las licencias morales de la Realpolitik. Sigo defendiendo la necesidad de los partidos políticos como ejes de la democracia parlamentaria representativa, pero no tengo el necesario aguante para la confrontación política partidista (y sobre todo la intrapartidista), ni pericia bastante para saber combinar la diferente ética del político y del científico tal y como aspiraba Platón y que Max Weber consideró en su día una cuasi quimera. En suma, nada nuevo bajo el sol. El lector tiene entre sus manos la obra escrita por un historiador profesional con ideología pero sin militancia partidaria. Lo cual no lo digo como una virtud, sino simplemente como una previa y pertinente aclaración. Eso sí, se trata de un libro que me gustaría que se leyera como el producto de un estudioso que teniendo ideología se esforzará constantemente por que esta no contamine el análisis científico de su objeto de estudio: la historiografía catalana sobre el absolutismo borbónico del Setecientos. 




			Esta breve aproximación a mi ideario político es posible que en otros países fuera suficiente para situar al autor ante su posible lector. Pero no creo que en el caso hispano lo sea. Dada nuestra historia y dado nuestro presente, pienso que se precisa también exponer mi posición ante lo que yo denomino, no sé si con fortuna, la geopolítica española. Soy practicante de un doble patriotismo que reza que Cataluña y España pueden sentirse como dos realidades sentimentalmente compatibles. En esta posición de doble adscripción identitaria, me alineo con otros muchos catalanes a lo largo del tiempo. De hablar por boca del insigne Antoni de Capmany, bien podría afirmar que Cataluña es mi patria y España, mi nación. Y sin falsear esta veterana idea, bien podría traducirse en la actualidad por otro aforismo: Cataluña es mi nación y España, mi Estadonación en la perspectiva de ir creando la realidad común de Europa. De hecho, soy más bien practicante del «nacionalismo humanidad», aquel que dicta que en realidad sería preferible que no hubiera nacionalismo y que un gobierno universal permitiera crecer a todos los pueblos del planeta de una manera armónica e igualitaria, sin desequilibrios sociales entre las personas ni entre los diversos pueblos y territorios. Pura utopía ecuménica, bien lo sé. Pero las ideologías son, en buena medida, eso, utopías no totalitarias de hoy para intentar que mediante el ejercicio de la libertad política se cumplan democráticamente mañana, aunque sea de manera parcial y gradual. En eso consiste, a mi modo de ver, la esencia del «patriotismo ciudadano», en sentirse ante todo patriota de la especie humana. 




			Una vez señalado este desiderátum de corte universalista, y puesto que la realidad geopolítica histórica nos ha legado dos entidades que a veces han entrado y entran en conflicto (Cataluña/España o España/ Cataluña), y dado que a muchos compatriotas de una y otra a buen seguro que les parecerá imprescindible un posicionamiento al respecto, diré, lisa y llanamente, que me siento y me reconozco catalán, español y europeo. Con identidades practicadas con suavidad, por supuesto.7 Tan suaves que me permiten combinarlas en mi cabeza y en mi corazón sin mayores quebrantos de la razón ni de los sentimientos. Tan suaves que no llevan a la confrontación irresoluble ni a la violencia irremediable. Tan suaves que son en realidad motivo para la suma y nunca para la resta, porque existe el deseo previo de carácter racional-sentimental de que sea viable su convivencia, de que la una se construya en armonía con la otra, de que una deba renunciar a veces en beneficio de la otra y para el bien de los ciudadanos.  




			Si se me permite la metáfora antropomórfica (de corte romántico, lo reconozco), para mí, Cataluña y España son mi familia sentimental, mi padre y mi madre (o viceversa) en la esperanza de que Europa se convierta en mi consorte. A veces creo que lleva razón una y a veces otra, y a veces ninguna o las dos su parte de razón. Y desde luego rechazo que alguna de ellas desprecie e ignore a la otra, que la convierta en el enemigo deshumanizado a batir haciendo de muchos ciudadanos como yo unos verdaderos prisioneros en una dialéctica de enfrentamiento que no deseamos. No acepto la sumisión de Cataluña en una España sorda a su realidad plural, una España unitarista dispuesta al grito de «antes roja que rota», una España que objetivamente trabaje para la separación de alguna de sus realidades nacionales al no querer reconocer que en la pluralidad se construyó España, y que si quiere tener futuro como entidad integradora, debe seguir apostando por un «ser histórico» (permítaseme el ontologismo) que sea precisamente el resultado de esa variedad tanto inicial como actual. La realidad «España» debe ser inclusiva para todos y no exclusiva de algunos. Ni tampoco acepto que los segregacionistas distorsionen la realidad haciendo de cada conflicto familiar un inevitable y deseable motivo de divorcio en la medida en que se expresa, en su opinión, una demostración más de la imposibilidad de tener dos amores a la vez y no estar loco, como diría mi admirado Antonio Machín. La realidad española tiene futuro en la medida en que sepa respetar, amar y hacer suyas a quienes la componen: las Españas. Y la manipulación interesada y constante de los agravios, reales o supuestos, no es la forma de construir la convivencia entre ellas. Ni tampoco las falsas imputaciones a partir de los prejuicios, algunos de ellos elaborados por los propios historiadores. 




			La historia de España demuestra por activa y por pasiva que siempre ha sido una entidad plural que ha ido fabricando, mal que bien, voluntariamente o menos, procesos de tendencia unitaria. Si España tuviera una «esencia», sería la de su pluralidad. Antes que nada, España ha sido y es las Españas. Y creo que su mejor futuro es precisamente continuar siéndolo y cumplir con lo que es una realidad empíricamente contrastable por la historiografía y por el presente. A saber: que hay catalanes, castellanos, andaluces, vascos, gallegos o extremeños, por ejemplo, que se sienten como tales al margen de que dicho sentimiento, como también pasa con el de sentirse español, pueda tener para el historiador una fecha de creación y haya sido producto, entre otros, de los intereses de clase, étnicos o de religión. Por eso pienso que buscar el equilibrio en el ejercicio del poder político entre la diversidad y la unidad en base a la libertad es lo que mejor nos conviene como seres humanos que gestionan y disfrutan generacionalmente de una parte del planeta. Compartir en el siglo XXI un Estado español hacia la construcción de un estado europeo en la aspiración a un estado planetario que dirija con armonía y ecuanimidad a los pueblos del mundo es lo que más me motiva en la acción política y lo que considero más pertinente para el loable propósito de combatir por el progreso humano, un propósito que tengo en la cabeza y en el corazón desde que conocí la lucha de la ilustración contra la barbarie y desde que entendí que lo realmente importante es el bienestar concreto y objetivo de los ciudadanos, sea cual sea la nacionalidad que desean sentir y adoptar. En definitiva, como afirmara en su día santo Tomás de Aquino, la «diversidad» del ser de los pueblos no tiene por qué confundirse con la «unidad» del hacer político. Es decir, que la pluralidad de las naciones y la unidad en la acción política refrendada por el derecho no tienen por qué resultar incompatibles para conseguir la vieja aspiración ilustrada de la «pública felicidad» y la necesaria conservación de la Tierra. 




			Algunos de mis estimados colegas verán sumamente atípicas estas páginas iniciales para tratarse de un libro de historiografía. Incluso tal vez algunos las considerarán improcedentes, inconvenientes o innecesarias. Que son inusuales, lo admito de entrada. Pero si fuere el caso de que opinaran que son prescindibles, entonces me permito disentir con amabilidad. Son oportunas por las siguientes dos razones principales. Primero, porque voy a ocuparme directamente de un tiempo histórico que todavía alimenta el imaginario colectivo de muchos catalanes y que forma parte de su opinión pública pensante: el siglo XVIII. Y segundo, porque voy a ocuparme indirectamente de una cuestión que ronda la cabeza y el corazón de muchos españoles presidiendo buena parte de la política hispana desde hace siglos: las distintas posiciones sobre la conveniencia o no de la incardinación de Cataluña en España, de la nación catalana en el Estadonación español, de una de las Españas en España. Y, en consecuencia con lo anterior, voy a ocuparme de analizar cómo los historiadores catalanes han contribuido a la creación del discurso histórico conformador del universo sentimental, intelectual y político de la Cataluña que se siente agraviada frente a la España que es supuesta o realmente agraviadora. 




			En el marco de este complejo, espinoso y veterano asunto de amplio espectro, largo recorrido histórico y profundo calado social, se trata por mi parte de analizar solamente la valoración que los historiadores catalanes han efectuado sobre el absolutismo borbónico del Setecientos en sus relaciones con Cataluña, y en qué medida las ideologías y posiciones políticas de estos estudiosos han podido contaminar sus análisis históricos e intervenir en unas interpretaciones del pasado que, a su vez, hayan influido en los políticos de cada presente. Y cuando digo sus posiciones políticas me refiero sobre todo a la geopolítica. Es decir, a cómo se organiza territorialmente el poder político en España y a cómo participan en él aquellas zonas peninsulares con mayor densidad y autoconciencia de hecho identitario diferencial. O dicho de otra manera: cómo ha podido influir en los historiadores catalanes su propia opinión geopolítica de la integración de Cataluña en España a la hora de investigar, interpretar y ponderar lo que el absolutismo borbónico representó para Cataluña, para España y para Cataluña en España. 




			Cuando contemplo Cataluña en la España de hoy desde mis ideas de cómo encaminarnos al pleno desarrollo humano, pienso que la política más adecuada para mantener el camino hacia el progreso y la modernidad de las dos entidades históricas es practicar una pluralidad geopolítica de corte neoaustracista que no olvide tampoco las buenas nuevas que para la formación de un Estado más racional y operativo aportó objetivamente el absolutismo borbónico de corte ilustrado y reformista del Setecientos. Es decir, que actuemos para seguir construyendo la idea de mantener un Estado capaz de albergar y matrimoniar España con las Españas. Un Estado autonómico hacia un Estado federal. Sin embargo, esta idea geopolítica sobre Cataluña en España que yo sostengo, espero que no contagie de presentismo, anacronismo, teleologismo e ideologismo mi propio análisis sobre el Setecientos o sobre lo que los historiadores catalanes han dicho acerca de él. Como ciudadano soy libre poseedor de un ideario sobre qué es y cómo podemos conseguir el progreso social, pero como científico trataré con todas mis fuerzas de que ello no contamine mi tarea intelectual de buscar la verdad histórica. Ese es mi objetivo último como historiador y el lector juzgará hasta qué punto he sido capaz de cumplirlo en el libro que tiene entre sus manos. Es mi más íntimo deseo seguir la senda de Jaume Vicens Vives cuando afirmaba que «no es pot fer una història que respongui a l’actual sentiment del poble  català [...] sino aquella història de les Catalunyes succesives, tal con  elles han viscut, sentit i interpretat el món total (económic, social, polític, jurídic, bel·lic, religios i cultural) en què s’han trobat col·locades».8 




			Para ocuparme de este delicado y apasionante tema, demostrando mi decidida intención de que la ideología no merme mi narración historiográfica (o lo haga, en todo caso, con tan baja intensidad que no resulte adulterante), y para que el lector avezado pueda evaluar si es una meta finalmente conseguida por mi parte, me ha parecido menester que antes le informara abiertamente de cuál era mi posición política personal al respecto. Espero y deseo que así se entienda y así se acepte. 
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			Agravio significa al tiempo ofensa, humillación, menosprecio, insuficiente aprecio o trato desigual a personas que tienen o creen tener el mismo derecho a algo en determinada situación. Es decir: perjuicio de uno respecto a otro. Aunque el agravio en principio viene definido en relación a las personas, con distinta intensidad la mayoría de los pueblos han sentido o sienten que en alguna etapa de su historia han sido o son en cierta medida perjudicados por otros pueblos, por el Estado propio o incluso por la comunidad internacional. Sentimiento de menoscabo de un pueblo que va unido a la percepción emocional de agravio al no ser aceptado por parte de otro u otros pueblos a causa de su idiosincrasia colectiva, de que no se asume lo que dicho pueblo quiere ser, de que no se respeta el idioma en que desea hablar, las costumbres en que expresa su forma de entender la vida o las leyes en que organiza la sociedad. Los agravios se generan en gran medida porque no se reconoce el hecho fundamental de quienes se consideran un pueblo con identidad propia y diferenciada. Y cuando un pueblo o una nación se antropomorfiza y se convierte en «persona», entonces el agravio se vive con más intensidad emocional, individual y colectiva, por parte de un sector, más o menos numeroso, según los períodos históricos, de la opinión pública. 




			Ahora bien, aceptando que buena parte de los agravios provienen de sentir que no se acepta el hecho diferencial, al mismo tiempo el agravio se convierte, objetivamente, en el eje vertebrador de tres importantes procesos. Primero, en un estímulo constante para la conformación identitaria de un pueblo y para su idea de ser específico y distinto al resto, alimentando de este modo la estrategia diferencialista y el sentimiento de excepcionalidad histórica. Segundo, en un acicate para hermanar a los ciudadanos en torno a una misma comunidad con similar destino histórico y para afirmarla ante los demás pueblos. Y tercero, en un poderoso incentivo para la movilización individual y colectiva dedicada a crear y defender la defensa común de ese pueblo ante los agravios que casi siempre resultan ser foráneos. O sea, que el agravio es un hecho poliédrico que en determinadas condiciones favorece asimismo la formación de la nación a través de la forja de un sentimiento común de identidad nacional que se alimenta de la ofensa exógena (y en ocasiones de los «enemigos» internos «antipatriotas») generando a menudo un casi inevitable victimismo. Y eso lo han sabido desde siempre los patriotas que con la mejor de las intenciones han deseado preservar a su pueblo en el arcoíris de las civilizaciones humanas. Empezando por quienes desde la política, en sentido amplio del término, han comprobado cómo el agravio podía ser una extraordinaria arma para la reivindicación y para la movilización popular, pero no olvidándose por supuesto de los intelectuales, incluyendo en primera línea a los propios historiadores, que no han resultado en absoluto ajenos a la creación y al manejo del agravio. 




			El agravio forma parte, pues, de la historia de los pueblos, forma parte constitutiva de la forja de las naciones culturales y políticas, y es especialmente estratégico para aquellos pensadores y políticos que sienten pertenecer a un pueblo, una nación, que tiene un Estado débil frente a otros Estados más poderosos (es el caso, por ejemplo, de la propia España en determinadas épocas). O bien a aquellos otros políticos e intelectuales que sienten pertenecer a un pueblo, una nación, que al no disponer de un Estado propio y exclusivo, al hallarse dentro de un Estado entendido por ellos como nacionalmente plural, les parece que su nación es agraviada y perjudicada por su propio Estado (es el caso, por ejemplo, de Cataluña en determinados períodos históricos). El agravio, al fin, resulta parte intrínseca de la formación de los nacionalismos y de sus estrategias y tácticas políticas. Casi podría pensarse que no hay nacionalismo sin teoría del agravio, como si en el guión de todo nacionalismo no pudiera estar ausente el agravio que conduce con frecuencia al victimismo que permite unir voluntades en torno a una misma bandera reivindicativa frente a la agresión exterior (real o supuesta): lo común y lo propio asumido de manera interclasista, frente a la alteridad de lo foráneo entendida como una globalidad amenazante. 




			Resulta obvio que el agravio nunca existe desde siempre. Es más, tiene una génesis histórica perfectamente identificable. Y en el origen de la formación de la idea de agravio con frecuencia hay al mismo tiempo realidad y falsedad que se mezclan con el paso del tiempo hasta convertirse en una leyenda indemostrable o bien en un axioma que no precisa verificación y que acaba forjando el imaginario colectivo de un pueblo. Ante los agravios, es labor específica y fundamental de los historiadores separar verdad de ficción, realidad de imaginación, rigor de manipulación interesada. Y no es tarea fácil, porque el agravio tiene de suyo ser materia resbaladiza inserta en el mundo de la ideología, sin bases certeras a menudo para la constatación empírica y que a la hora de la interpretación pende siempre de dos actores que no tienen por qué ponerse de acuerdo en si una acción resulta una «normalidad» o una «necesidad» comprensible o bien un «agravio» intolerable. El agravio puede existir desde la perspectiva del agraviado y en cambio ser inexistente desde la óptica del supuesto o verdadero agraviador. Así pues, ponderar la existencia objetiva de un agravio es una empresa que los historiadores deben ejercer a menudo, pero que se encuentra entre las que mayor dificultad tiene por prestarse, como pocas, al escurridizo terreno que delimita el conocimiento objetivo de la realidad histórica de una visión ideológica de la misma. 




			No obstante, al margen de que pueda constatarse si el agravio es objetivamente existente, también debe ser objeto de estudio por parte del historiador el hecho de que una élite social, una parte de la clase política, un sector de la intelectualidad o incluso la mayoría de una colectividad acabe configurando, en determinadas condiciones, una opinión pública mayoritaria que vive como agravio la actuación de un pueblo vecino, del propio Estado o de la comunidad internacional. Y ese «sentirse agraviado», esa «sensación» de estar siendo agraviado, ese “sentimiento” de ser objeto de una injusticia colectiva (que se asume también como un sufrimiento individual), tiene sin duda una «fabricación» intelectual que es posible estudiar científicamente por parte del historiador. El agravio pasa a ser al mismo tiempo una «idea» y «un sentimiento», a veces difusos pero realmente existentes, que funcionan en la vida social y política conformando mentalidades y emociones, identidades y conciencia nacional, proyectos ideológicos y programas políticos. Se abre de este modo una dialéctica entre el sentimiento de agravio y la elaboración de una doctrina operativa del agravio. En cualquier caso, pienso que es más factible analizar el origen, desarrollo y funcionalidad de un sentimiento y una teoría del agravio que la existencia objetiva del mismo, que siempre resulta más cercana al ámbito de lo ideológico.  




			En la historia de un país tan proclive al historicismo como Cataluña, en cuya vida social y política el diferencialismo (sobre todo con Castilla) ha tenido tanto peso, el agravio ha conquistado una entidad importante a la hora de fraguar el sentimiento de identidad colectiva, de pueblo diferenciado y de nación.9 Importante porque los agravios son sentimientos de larga duración que pasan de generación en generación actuando, incluso, como catalizadores de la solidaridad entre ellas frente a la sagrada misión de seguir manteniendo la patria propia que se quiere defender de las amenazas externas (reales o supuestas). Dicen que Benjamin Franklin afirmó que las tres cosas más difíciles de este mundo eran guardar un secreto, aprovechar el tiempo y perdonar un agravio. O sea, que a lo mejor los agravios no hacen caso de la generosa recomendación de Honoré de Balzac cuando afirmaba que la vida no funcionaba sin grandes olvidos: las historias de las naciones, con o sin Estado, parecen necesitar los agravios para sentirse víctimas de alguna fuerza externa y así proceder a la agrupación de los ciudadanos-nacionales en torno a su defensa. El nacionalismo es también pasión y el agravio un operativo sentimiento que la alimenta, y por eso requiere a sus espaldas una teoría que tenga en el pasado su principal nutriente confirmatorio. En suma, el agravio sirve con eficacia en la tarea de nacionalizar a los pueblos. 




			Aunque no descarto emprenderla en el futuro, no es este el lugar para hacer una historia del agravio catalán que, por supuesto, sería una más entre las elaboradas por parte de numerosos pueblos y naciones. Pero sin el menor ánimo de exhaustividad ni de ofrecer opinión al respecto, baste recordar ahora el agravio sentido por muchos catalanes en la resolución de su guerra civil por parte de Juan II, el agravio cometido por Isabel la Católica excluyendo a los catalanes del disfrute colonial, el agravio producido por la mano enérgica del conde-duque de Olivares en 1640, los agravios denunciados en varios escritos por pensadores y políticos catalanes a lo largo del siglo XIX frente al castellanocentrismo, los innumerables agravios acumulados en las dictaduras de Primo de Rivera y de Francisco Franco o los más recientes agravios de la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatut de Catalunya o de la compleja cuestión de las balanzas fiscales. Es más, recordemos que en algunas ocasiones las quejas de las autoridades catalanas o de sus élites sociales ante la corona española han tomado precisamente la fórmula de un Memorial de Greuges (agravios).10 Y recordemos igualmente que los catalanes contaron en los tiempos medievales con un Tribunal de Agravios dedicado a reparar las posibles injusticias cometidas por el poder real frente a cualquier súbdito, un tribunal que sin duda resulta un antecedente lejano del actual Síndic de Greuges. Los catalanes son, pues, un pueblo acostumbrado a sentir agravios y a exponerlos sin tapujos ante sus propias autoridades y ante las del Estado. 
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			Sabido es que las derrotas son tanto más efectivas que las victorias en la fabricación de la identidad y la cohesión nacional. El 11 de septiembre de 1714 es una fecha que ha adquirido como pocas la fuerza simbólica de un agravio para muchos catalanes. Desde entonces, ha sido considerado por numerosos pensadores y políticos como el mayor de la historia de Cataluña, precisamente por ser la funesta data que simboliza la pérdida violenta de los elementos más fundamentales del «hecho diferencial»: las Constituciones históricas, las instituciones propias y el inicio del declive del idioma autóctono. En definitiva: la «desnacionalización» de Cataluña de la que han hablado muchos historiadores como más adelante comprobaremos. Y sin duda, bien podemos estimarlo también como el agravio de mayor arraigo popular y el que se recuerda con más fuerza, persistencia y capacidad de movilización en la actual opinión pública catalana. Son de esos agravios que se transmiten con fuerza entre las generaciones, que se viven de manera interclasista y que prácticamente casi toda la clase política actual hace suyos de una u otra manera, aunque sea con diferente intensidad. Es, en buena medida, el Gran Agravio a Cataluña y el que durante mucho tiempo ha cimentado a otros agravios en buena medida considerados como una consecuencia del mismo. A pesar de que en su discurso de apertura de las Cortes de 1701, Felipe V manifestó explícitamente «que por motivo alguno no queden agraviados (los catalanes)»,11 los hechos posteriores condujeron al gran agravio que una parte importante de la sociedad catalana ha sentido siempre que no ha tenido todavía el conveniente «desagravio» y que, por tanto, no ha permitido restaurar plenamente la desafección emocional de un sector significado de los catalanes hacia la idea de España, especialmente de aquellos que se alistan en las diversas familias del catalanismo. 




			Debido a la certeza que tengo en esta afirmación, he escogido el siglo particularmente apasionante que esta simbólica fecha inaugura en la historia catalana como marco referencial para analizar las relaciones existentes entre las narraciones historiográficas construidas por los historiadores catalanes y los discursos ideológicos y políticos que han cobrado vida en Cataluña en los dos últimos siglos. Y también, como quiera que el agravio termina formando parte de una opción ideológica y política, me ha interesado estudiar en qué medida los historiadores hemos contribuido a su creación y difusión y con qué intensidad ha influido el sentimiento de agravio en nuestra historiografía.  




			Desde la llegada de los Borbones al trono de España y la pérdida de las instituciones catalanas de gobierno procedentes de la veterana configuración política medieval, un sector considerable de la sociedad catalana, especialmente de sus políticos y de su intelectualidad (con buena parte de los historiadores a la cabeza), ha vuelto su mirada con insistencia hacia el pasado para recordar que, en la veterana estancia de Cataluña en España, la primera se sintió y se siente incomprendida, desconsiderada y en muchos casos agraviada por una parte (en ocasiones se opina que más bien considerable) de los españoles (fueran los liberales o conservadores de antaño o sean las gentes de derechas o izquierdas de hoy en día). Sobre todo por los gobiernos de Madrid que han sido y son, cuya actuación se percibe de manera crítica al ser considerada como genéricamente centralista, más bien prepotente, desconocedora de la realidad catalana y cercenadora de su personalidad y sus intereses. En consecuencia, como una actuación poco benéfica para la sociedad catalana y para su modernidad y casi siempre tendente al desprecio frente a la catalanidad. Dicho en breve: como una gran incomprensión centralista ante la defensa catalana (léase: más bien catalanista) de su «hecho diferencial» y su distinta manera de entender España y, por tanto, la forma en que una parte de Cataluña desea estar e incardinarse en ella. Por eso, en el caso catalán, la política ha tenido tan poderoso influjo en la historiografía y la narración histórica del pasado tanta presencia en nuestro presente. 




			Entre buena parte de los intelectuales y políticos que desde el siglo XIX se ocuparon de reflexionar sobre la historia de las relaciones entre Cataluña y España a partir de la órbita del ideario catalanista, ha habitado el profundo convencimiento de que ha existido (y existe) un persistente agravio hacia los catalanes y su idiosincrasia y que el centralismo uniformizador español (más bien castellano, se dice) ha tenido mucho que ver en ello. Una profunda creencia de que la forma y manera en que Cataluña ha estado en España ha sido desde entonces cada vez más problemática a causa de un nacionalismo español excluyente que no ha sabido respectar la singularidad catalana. Para la mayoría de los autores no fue desde luego el absolutismo borbónico el que inició el agravio, pero sí fue el que lo llevó a su máxima expresión cuando borró del mapa al pactismo constitucional catalán por la fuerza de las armas.  




			La narración histórica básica de la mayor parte de este sector catalanista de la sociedad catalana que se ha sentido o se siente incómoda es bastante nítida. Si bien algunos escritores se remontan a los tiempos de unos Austrias que, en su opinión, ya empezaron a cercenar la primigenia libertad nacional catalana forjada en la época medieval, se argumenta que fue sobre todo a partir de la entrada de los Borbones cuando se arrebataron las instituciones tradicionales y se cercenó la lengua propia, y que con estas acciones se vieron severamente mermados el «ser» de Cataluña y la «conciencia nacional» de constituir una realidad histórica diferenciada. Y desde aquella época comenzó una evidente decadencia política nacional al tiempo que una lucha por recuperar la identidad cultural y la organización política particular de la nación catalana como paso previo y necesario para devolverle su plenitud y con ello un nuevo esplendor. Fue desde entonces, se argumenta, cuando la progresiva creación de un nacionalismo español castellanista propició una visión centralista del Estado que arrumbaba con la pluralidad de las Españas y con cualquier posibilidad de autogobierno y de libertad nacional catalana, bases indispensables para la plena realización de Cataluña como nación desarrollada y moderna al estilo de las europeas. Y como fruto de esta situación, también desde entonces se ha instalado en una parte considerable (aunque variable según los períodos históricos) de la sociedad catalanista un doble sentimiento: no nos comprenden y además nos agravian, y ambas conductas sumadas nos hacen muy difícil sentirnos y considerarnos lo que realmente queremos ser, españoles diferentes. O sencillamente no españoles, dado que se piensa que la actitud de prepotencia e incomprensión del nacionalismo español es inevitable por consustancial con él. En suma: España como problema más que como una solución para conseguir la modernidad y el mantenimiento del hecho nacional catalán. 




			La presente obra pretende aportar alguna luz sobre cuándo, cómo y por qué se ha ido gestando la idea de esta situación de incomodidades, desencuentros y desafecciones (temporales o definitivas) de una parte significada de la sociedad catalana respecto al sentimiento de españolidad. Ha habido ya importantes historiadores que desde la historia política o cultural se han ocupado del tema con resuelta eficacia.12 El libro que ahora tiene el lector en sus manos desea hacerlo estudiando el discurso de los propios historiadores catalanes, precisamente uno de los colectivos intelectuales que, a mi juicio, más ha influido en la formación de estas ideas y de estos sentimientos de reivindicación nacional frente a las incomprensiones y los agravios (reales o supuestos) de una parte de la sociedad española. Y por especialidad historiográfica del que escribe y porque me parece que es un período histórico donde se centra de manera diáfana el discurso sobre el agravio, el presente trabajo se ocupará únicamente de aquellos historiadores más relevantes que, desde Antoni de Capmany hasta la actualidad, se han dedicado a valorar lo que representó el absolutismo borbónico para Cataluña desde la llegada de Felipe V hasta la guerra de la Independencia que lo alteraría sustancialmente. 
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			Como es bien conocido, la historiografía ha tenido siempre una fuerte vinculación con la política y con el nacionalismo.13 De hecho, más que la propia ciencia histórica, ha sido harto frecuente que los intereses de esos dos factores sean los que, en las diversas épocas, han señalado la actualidad e importancia de los diferentes acontecimientos del pasado. Cuando en 1989 el gobierno socialista decidió conmemorar el bicentenario de la muerte de Carlos III, no deseaba celebrar una mera efeméride cultural.14 La intención iba más allá. Se trataba, ante todo, de política. Lo que se pretendía era visualizar, ante la opinión pública, la existencia de una especie de puente hereditario entre el tercer Borbón y los socialistas a la hora de establecer la actuación política más adecuada que debía realizarse, en aquel entonces, para conseguir un sostenido progreso de los españoles hacia la definitiva modernidad que disfrutaban los países más avanzados de la Europa Occidental.  




			Los socialistas deseaban dar a entender que ellos eran los herederos políticos de un soberano y de unos ministros de corte reformista e ilustrado, que habían luchado por regenerar y modernizar España y ponerla en sintonía con la mítica Europa a través de una moderada y gradualista reforma global del país. Modernidad y europeísmo que, a su criterio, estaban en aquellos momentos edificando, con actuaciones estratégicas, los gobiernos presididos por Felipe González. Es decir, los socialistas se sentían y proclamaban herederos políticos del reformismo carlotercerista y de la Ilustración. Un movimiento regeneracionista que ellos pensaban, sin embargo, que pese a los loables esfuerzos del tercer Borbón y del patriotismo crítico de significados hombres de Estado, no había podido presidir la vida de los españoles en los siglos sucesivos al Setecientos, ocasionando con ello numerosos enfrentamientos fratricidas y el enorme retraso histórico que España atesoraba todavía frente a otros países europeos.15 La idea, pues, estaba clara: la posibilidad de alcanzar el progreso y la modernidad aparecía de nuevo ante los españoles con los gobiernos socialistas de Felipe González.  




			Que se trataba especialmente de política lo entendió enseguida Jordi Pujol. El entonces presidente de la Generalitat de Cataluña oteó en el horizonte el posible peligro de que los socialistas hicieran una lectura interesada y parcial de Carlos III. Y sin dudarlo, pronto se puso a organizar su propia celebración, centrada sobre todo en ensalzar las realizaciones de los propios catalanes antes que en ponderar las políticas de los gobiernos carloterceristas.16 También dejó escrito el mandatario nacionalista otro mensaje importante: que no compartía en absoluto lo que, a su juicio, era el oculto intento de los socialistas de aprovechar la reivindicación del tercer Borbón para alabar y avalar un modelo neocentralista y neodirigista, un modelo jacobino actualizado proclive nuevamente a la uniformidad y a la homogeneización, un modelo recubierto de un halo de progresismo, modernización y europeidad derivado de un espíritu neoilustrado más aparente que real.  




			Pujol no se abstuvo de señalar sus principales preocupaciones en torno a las que consideraba las verdaderas intenciones políticas del centenario carolino promovido por los socialistas:  




			 




			Ara podría tornar a pasar aixo: que «sin que se advierta el cuidado» [se refiere a la orden de Felipe V dirigida a los corregidores para introducir el castellano con eficacia pero con disimulo] ens fessin unes propostes aparentment —o fins i tot realment— modernitzadores i europeïtzadores, pero centralistes i dirigistes i, fins i tot, fetes desde la prepotència —que tot plegat seria una mala manera d’actualitzar el despotisme— i amb voluntat de diluir la nostra personalitat collectiva. I tot això embolcallat d’illustració, probablement aquesta en part aparent.17 




			 




			Para el mandatario catalán, había algo en juego que era ciertamente muy importante: la posibilidad de que la reflexión histórica que se hiciera sobre Carlos III pudiera fundamentar en los gobiernos socialistas políticas de presente que fueran exactamente al contrario de lo que inspiraba la acción nacionalista del gobierno catalán que él presidía.18 




			Felipe González y Jordi Pujol eran y son dos dirigentes con visión de estadista a quienes el referente histórico les resulta particularmente importante para edificar sus posicionamientos políticos. Dos políticos de largo alcance convencidos de que en la batalla de las ideas por conseguir una Cataluña y una España mejor, la historia tiene un lugar importante y el Setecientos es una centuria que dispone de una gran fuerza evocadora a la hora de decidir sobre las políticas a realizar. Un siglo que aportaba al menos tres grandes referentes: el reformismo como estrategia política para la conquista de la modernidad, la europeización como destino y la definitiva conformación de una conveniente dialéctica entre España y las Españas. Y si en las dos primeras cuestiones podían y pueden estar más o menos de acuerdo ambos mandatarios, en la tercera cada cual tenía y tiene sus propios criterios sobre la incardinación de Cataluña en el Estado español, posturas matizadamente diversas en parte derivadas de la distinta valoración histórica del absolutismo reformista borbónico y del alcance positivo o negativo de la Ilustración para las naciones sin Estado particular.  




			En cualquier caso, a partir de esta referencia de entrada quisiera dejar sentadas dos ideas básicas. La primera es bien conocida, pero creo que debe ser recordada con mayor frecuencia: el peso que la narrativa histórica tiene en la política con mayúsculas. No hay política sin historia, no hay política sin nutrientes que, originados en la reflexión sobre el pasado, deseen alimentar las propuestas sobre el presente y el futuro que los políticos hacen a la ciudadanía en cada contexto histórico. En la pugna política por decidir el futuro, también hay una confrontación historiográfica por definir el significado del pasado. Tanto entre las huestes conservadoras como entre las progresistas, el historicismo, entendido aquí como una potente valoración de la historia para la creación del presente, lleva mucho tiempo actuando en tierras hispanas. Y eso, desde luego, no sólo me parece legítimo sino también conveniente para el buen devenir de las sociedades. Con una condición imprescindible: que el discurso histórico del que se alimente la política no esté guiado por las ideologías que se dedican de suyo a programar la ordenación axiológica, económica, social, política y cultural de la sociedad, sino por el quehacer científico del historiador, alguien que no debe pretender decir, en el ejercicio de su oficio, lo que «deber ser» la realidad, sino únicamente lo que a su entender científico «aconteció en el pasado» y los cómos y los porqués de dicho suceder histórico buscando una explicación racional-comprensiva del funcionamiento y cambio de las sociedades humanas. Cosa que no siempre ha ocurrido y ocurre, pues con mayor o menor grado de conciencia, y a veces sin ninguno, sucede con frecuencia la situación inversa: historiadores que alimentan su discurso histórico con el abono de sus creencias sobre lo que debería ser el presente. Y con ese grave inconveniente epistemológico, no es de extrañar que algunos de los mejores teóricos del conocimiento hayan fruncido el ceño ante la posibilidad de que los investigadores del pasado ocupemos nuestra propia rama en el frondoso árbol de la ciencia. 




			La segunda idea básica que me gustaría señalar desde el principio es que, en el caso de la historia de España y de la historia de Cataluña (como por lo demás ocurre en la de otros muchos países), la ideología nacionalista ha influido gravemente en la objetividad y en la ecuanimidad que debe ser el patrimonio deontológico propio de los historiadores como científicos sociales que somos. O dicho en román paladino: que en la concienzuda tarea empírica e interpretativa de los historiadores, sus ideas y sentimientos políticos de carácter nacional y/o nacionalistas han contaminado a menudo sus explicaciones sobre el devenir de las sociedades humanas en el pasado. Es decir, que la visión nacionalista de la nación ha condicionado la tarea de buscar la comprensión racional de la condición humana en sociedad.  




			El nacionalismo trata casi siempre de fijar un canon oficial del pasado histórico de acuerdo con sus necesidades políticas coyunturales o estratégicas. En consecuencia, las lógicas y legítimas demandas de la política y de los políticos han sido atendidas por el trabajo de la historiografía sin respetar a menudo la deontología básica del oficio. A saber: ponerse únicamente al servicio de conseguir la verdad histórica mediante la neutralidad ideológica y política cuando se está ejerciendo el antiquísimo oficio de historiador y se está librando la batalla por dominar el conocimiento del pasado. A saber también: no ponerse al servicio de la creación de un canon de historia nacional oficial ni tampoco de la creación del imaginario nacional-nacionalista; no dedicarse a atender solícitamente, sin respeto por las exigencias de la ciencia, las demandas por parte de los políticos nacionales-nacionalistas de un discurso histórico que construya artificialmente un pasado común integrado e inmemorial aunque no sea verídico; no cubrir las necesidades siempre cambiantes de legitimación del poder y sus instituciones a través de un conocimiento histórico que no respete la ética profesional básica de buscar la explicación objetiva del pasado; en suma, no contribuir a «nacionalizar» de manera espuria el discurso sobre el pasado siguiendo, más allá de la razón empírica, la senda marcada por los nacionalismos,19 una senda que termina configurando obligados libros de texto para la conveniente nacionalización de los ciudadanos.20 Y estas afirmaciones valen de igual modo para quienes se ocupan de la historia de Cataluña y de otras comunidades autónomas como para quienes lo hacen de la historia común de España.21 En la historia de la historiográfica resulta evidente que el nacionalismo ha sido un factor siempre muy influyente, del mismo modo que la historia de los nacionalismos resulta muy difícil de entender sin las aportaciones de la historiografía.  




			Las interpretaciones sobre el reinado de Carlos III del político español González y del político catalán Pujol tienen algunos puntos en común pero también notables diferencias cimentadas sobre todo en su particular concepción del hecho nacional (español y catalán) y en su consiguiente visión histórica de España y de Cataluña. González ve Cataluña desde España, Pujol contempla España desde Cataluña. González ve España con comunidades autónomas, Pujol con naciones y regiones. A González le parece mal un Estado jacobino y le parece bien la idea de las Españas siempre que no vaya demasiado lejos y se mantenga la unidad de un Estado funcional y moderno a través del federalismo. En cambio, a Pujol se le antoja que las Españas son la esencia propia de España y el camino que esta debe andar hasta sus máximas consecuencias confederales, una senda que de no recorrerse puede traer consecuencias graves como la definitiva desafección de Cataluña hacia España y la demanda final de independencia, opción política que finalmente parece haber transitado en tiempos recientes el mandatario catalán.  




			Pues bien, como ninguno de estos veteranos políticos pertenece a la academia de Clío, es lógico pensar que en el origen de sus respectivas visiones se encuentran también informaciones y discursos históricos producidos por los historiadores. Y esa sempiterna influencia de los académicos en los políticos les confiere a los primeros la responsabilidad, ante sus conciudadanos, de procurar el mejor y más objetivo conocimiento humanamente posible sobre Carlos III, su acción de gobierno y la relevancia de la misma para las generaciones posteriores. Así pues, las veteranas vinculaciones entre la historiografía, la política y el nacionalismo son de una gran trascendencia social. En ellas se ubica la creación de ideas, creencias, sentimientos, imaginarios, estereotipos y axiomas que los diversos pueblos manejan en sus relaciones entre sí, y que les aproximan o alejan según sean sus contenidos y según sean los mismos políticamente utilizados. Por eso, afinar bien en esa tarea me parece de la mayor relevancia. Especialmente en el caso hispano.  




			Los historiadores tenemos, en suma, una gran responsabilidad: historiar en beneficio de la verdad histórica a la que tienen derecho los ciudadanos para que puedan construir libremente sus proyectos de presente y de futuro mediante un conocimiento científicamente elaborado del pasado. Debemos recordar desde luego las limitaciones que la ciencia posee todavía en busca del Santo Grial de la verdad, especialmente en el caso del conocimiento historiográfico del pasado, pero eso no es óbice para no reconocer que constituye el mejor camino racionalmente construido hasta la fecha para dar cuenta veraz del funcionamiento y cambio de las sociedades humanas en el tiempo. Por eso repito a menudo que los historiadores no debemos fabricar «memoria», sino ciencia.22 




			Lo que el presente estudio intenta es precisamente analizar las relaciones que en el tema del absolutismo borbónico han tenido la política con la historiografía, con especial pero no exclusiva atención a la influencia del nacionalismo en la conformación del discurso histórico y, mediante este último, en la fabricación de los imaginarios colectivos y los lugares comunes de identidad, que han ido configurado en bastantes catalanes una determinada «memoria histórica» en cuyo seno también figura la «memoria de los agravios». Como ya han realizado diversos autores, se trata de un asunto que es igualmente necesario estudiarlo para otros muchos países. Valdría analizarlo sin duda, y no descarto hacerlo en el futuro, para el caso del conjunto español.23 Pero me ha parecido oportuno hacerlo primero sobre Cataluña porque resulta evidente la relación que en este caso ha existido y existe entre política, nacionalismo e historiografía a la hora de abordar los reinados borbónicos. Y también porque me preocupa y ocupa que el país donde vivo construya sus proyectos de presente-futuro sobre una base histórica sólida y contrastada, una base en la que no tengan cabida las ideologías en el oficio del historiador. 




			Un país que yo concibo edificándose sin manipular su pasado con la excusa de servir a los intereses del presente, siempre definidos estos por determinadas corrientes ideológicas y/o políticas que batallan por conseguir la hegemonía moral, cultural, sentimental, ideológica y, por supuesto, el poder político. Y un historiador que yo no concibo comprometido con la creación de la identidad nacional de ninguna nación, con dar «natural» continuidad desde el pasado hasta el futuro a ningún hecho nacional, sino obligado a la elaboración de una narración histórica respetuosa con la cultura científica que huye del adoctrinamiento canónico-patriótico de los ciudadanos y que se ocupa de explicar mediante el racionalismo crítico la evolución de las sociedades. El historiador puede, si lo tiene a bien, contribuir a formar o consolidar una etnia, una clase social, una religión o una nación, pero debe hacerlo aportando conocimiento objetivo de la realidad pasada. Y ello ha de ser así no sólo obligado por su deontología profesional, sino por la práctica de un tipo de ciudadanía que sabe que hay que construir las sociedades (o las naciones) bajo la égida de la verdad para poder ser realmente libres. Por eso, para quien esto escribe, nada más patriota que ayudar a preservar el derecho a la verdad que tienen los ciudadanos. 




			Cuando un pueblo experimenta una contienda bélica que dura varios años, las siguientes generaciones no suelen perder la memoria con facilidad. Menos aun cuando se trata de una guerra civil fratricida. Y todavía menos, si cabe, cuando la derrota por las armas de una de las opciones en litigio supone la imposición de un ordenamiento político, institucional y jurídico nuevo que sustituye de cuajo el modelo hasta entonces legalmente establecido. Y si en esa disputa han intervenido fuerzas militares foráneas que apoyaban a los bandos contendientes, pues entonces los motivos para no perder la memoria histórica parecen acrecentarse con el paso de las generaciones entre quienes se consideran legatarios ideológicos y sentimentales de las distintas posiciones enfrentadas. Leídas esas afirmaciones, pudiera pensarse que estoy aludiendo a un país llamado España y a una guerra civil que finalizó el 1 de abril de 1939. Desde luego que tal presunción pudiera ser perfectamente correcta por lo escrito, pero ese no es el tiempo histórico al que yo dedico mis desvelos. Me estoy refiriendo a otra contienda civil distinta pero con importantes similitudes: a la guerra de Sucesión a la monarquía española a principios del siglo XVIII. Y me estoy refiriendo a Cataluña, que con colaboraciones y conflictos, acercamientos y alejamientos, se inserta en el «continente España» desde hace cinco siglos.  




			A partir del momento mismo de su finalización, la contienda sucesoria se convirtió para bastantes catalanes de diferentes generaciones en un referente histórico, político y sentimental de primer orden. En el rayo que no cesa y en el origen de un debate que parece interminable. En un tiempo para el recuerdo sostenido de la batalla perdida, para la permanente reflexión identitaria y para la recurrente añoranza por el «mundo arrebatado» del autogobierno. En un tiempo histórico al que acudir para pensar sobre lo que los catalanes somos y hacemos en cada época y en una etapa histórica evocadora y referencial para que cada cual (individuo, grupo social, partido político, movimiento cultural) pueda proponer las estrategias de futuro que le parezcan mejores para el país. De hecho, era humanamente difícil que fuera de otro modo: enfrentamiento entre catalanes con ayudas militares foráneas, miles de muertos, pérdida de bienes y haciendas, ciudades destruidas, exilios borbónico y austracista, heroica resistencia final barcelonesa y supresión de la mayor parte del régimen político que hasta entonces había regido a Cataluña dentro de la monarquía española, conforman una cruda realidad difícil de soslayar para las generaciones posteriores. Un episodio histórico que no fue nada fácil de olvidar en las décadas siguientes tanto para los catalanes borbónicos que vencieron, como para los catalanes austracistas que fueron derrotados y para todos aquellos catalanes que no se alistaron en ninguno de los dos bandos.24 Ni tampoco para las autoridades de la monarquía. 




			Pero el recuerdo, la reflexión y la añoranza no sólo se han ocupado de la guerra sucesoria y de la derrota militar de 1714, sino también de lo que vino después: el recorrido histórico de Cataluña dentro del nuevo régimen del absolutismo borbónico. Y en ese evocar, en ese reflexionar y, por qué no decirlo también, en ese añorar, los historiadores catalanes hemos tenido un papel más que significativo como estudiosos encargados de crear el conocimiento del pasado y de fabricar, y a veces también gestionar, una memoria histórica dirigida al consumo de las clases dirigentes, al consumo de los políticos profesionales y al consumo popular. Una gestación y una gestión de la memoria no siempre realizada, por cierto, con esmero heurístico, con ecuanimidad interpretativa y con la debida actitud de neutralidad ideológica por parte de los investigadores, puesto que a menudo el conveniente, legítimo e inevitable impulso de la política hacia la historiografía se ha transmutado en una actitud partidista que interpreta el pasado al gusto y necesidades de las ideologías del presente, lo cual no ha resultado nada infrecuente entre los investigadores catalanes desde los tiempos de la Renaixença, dado que no siempre se ha sabido leer el siglo con la necesaria anulación emotiva que exige la práctica del método científico en busca de la verdad histórica, es decir, con la fredor catalanesca que precisamente Antoni Rovira i Virgili reprochara a Jaume Vicens Vives. En asuntos de la guerra de Sucesión y de la Cataluña del Setecientos, la hipoteca ideológica a la hora de estudiarlos ha sido más que notable.  




			Así pues, la contienda sucesoria y la implantación del absolutismo borbónico en la España del Setecientos, y lo que ello representó para el devenir histórico de Cataluña, han sido temas recurrentes en la historiografía catalana desde principios del Ochocientos.25 Y casi siempre ha presidido esta inveterada atención la existencia de una doble realidad empíricamente contrastada y que, a menudo, para muchos intelectuales y políticos ha resultado desconcertante y paradójica, cuando no ideológicamente indeseable, y a la que algunos autores han querido dar también una conexión de causa y efecto. Por un lado, la supresión del modelo político de la monarquía paccionada de los Austrias y la eliminación de la mayor parte del patrimonio constitucional catalán. Y por otro, la existencia de un siglo mucho más dinámico y creativo (en lo económico, en lo social y en lo científico-cultural) que las dos centurias precedentes, calificadas incluso, con algo de exageración, como siglos de decadencia.26 




			Desde hace casi tres centurias el debate permanece abierto y tal parece que nadie lo pueda cerrar, ni siquiera provisionalmente. Algunas preguntas resultan ya clásicas pero se mantienen con una pertinaz actualidad. ¿Fue positivo o negativo para los catalanes aquel cambio de régimen político? ¿Representó para Cataluña la «modernidad» y el «progreso»? ¿Fue neutro al respecto o por el contrario retrasó su llegada? ¿Hubo relación entre el cambio de régimen político y el dinamismo económico y social del Setecientos catalán o fueron elementos independientes? ¿Se acomodaron los catalanes al nuevo marco institucional o mantuvieron una velada o explícita actitud de crítica política que derivó en disidencia y oposición hacia el mismo? Y si se acomodaron, ¿fue por imperiosa resignación ante la presencia militar borbónica, por pragmatismo o por progresivo convencimiento ante los beneficios que reportaban las actuaciones de los nuevos gobernantes borbónicos? ¿Perdió fuerza y densidad la identidad catalana durante el expansivo Setecientos al desaparecer sus instituciones políticas tradicionales? ¿Cambiaron los catalanes conciencia identitaria colectiva por progreso material y coadyuvaron con ello a la «desnacionalización» del principado? Y junto a todas estas preguntas, también se han formulado últimamente interrogantes de tipo contrafactual del siguiente tenor: ¿Hubieran alcanzado antes Cataluña y toda España la modernidad política y el progreso económico con el mantenimiento de la monarquía agregativa de los Austrias y de las Constituciones catalanas, aragonesas y valencianas? ¿Hubiera sido más positiva para los catalanes la vinculación de su economía a la suerte de la inglesa y holandesa como deseaban los principales comerciantes austracistas?  




			Como no podía ser menos, para formular y aclarar estos interrogantes se han situado en primera línea los historiadores, cuyas opiniones han sido demandadas de manera insistente por la sociedad y, sobre todo, por la clase política catalana (y en su caso española) de cada tiempo, ávida de encontrar en lo histórico referentes de calado con los que certificar, legitimar y dotar de garantías de coherencia con el pasado a sus posiciones ideológicas y políticas de presente, que han sido desde entonces muchas y variadas. En este caso, la historiografía ha funcionado con frecuencia como un copioso mercado a donde ir a buscar las ideas y los episodios históricos más convenientes para dar solidez a las respectivas ideologías y a los correspondientes proyectos políticos y de donde extraer, con frecuencia de manera interesada, parcial y sesgada, las supuestas lecciones del pasado que los mismos precisaban. Estar en conexión «lógica» con la profundidad del pasado parece otorgar a los contemporáneos de cada época mayores márgenes de seguridad sobre su futuro. 




			Ante el panorama de una historiografía catalana sobre el Setecientos en la que ha sido poco usual la reflexión sobre los paradigmas interpretativos y su validez científica, y haciendo caso al maestro Pierre Vilar cuando afirma que la historia de la historiografía es uno de los ejercicios intelectuales más fructíferos que pueden realizarse,27 no resultará ociosa una excursión reflexiva por la misma para analizar lo que han afirmado sus oficiantes y para evaluar cómo se encuentra la última hora de nuestros conocimientos sobre las relaciones entre los catalanes y el absolutismo borbónico en el Setecientos. Y ello con una triple intención: reflexionar sobre la función de los historiadores en la conformación de los idearios políticos, estudiar su papel en la creación de los sentimientos de agravio y ofrecer algunas opiniones sobre los serios inconvenientes que pueden derivarse de la influencia de los discursos políticos y las ideologías en el oficio de historiar.28 




			Adelanto ahora que me ocuparé de lo que han dicho los principales historiadores sobre el conjunto de la centuria, empezando por la guerra de Sucesión y acabando en muchos autores por la guerra de la Independencia. Acerca de la primera, bien sé que ha habido cualificados colegas que se han ocupado de su historiografía.29 Pero en mi caso, es ineludible referirme a ella porque la opinión que tengan nuestros historiadores sobre tan trascendental acontecimiento permite comprender y calibrar mejor la ponderación que después realizan sobre el resto del siglo en el caso de quienes se ocupan también de su transcurso. Y no menos permite comprender igualmente la posible influencia de los posicionamientos ideológicos y políticos personales de dichos historiadores. En cuanto a la segunda contienda, ocurre otro tanto: la interpretación que los estudiosos realizan sobre ella es vital para entender su valoración final sobre las relaciones entre los catalanes y el absolutismo borbónico durante la centuria que le precede, pues en dicha guerra se puede contemplar en cierta manera la culminación de las mismas.30 De este modo, conocer y ponderar la posición de los diversos historiadores sobre la entrada y el cierre de la centuria en Cataluña es fundamental por motivo de la misma índole: posibilita analizar la valoración que tienen de la herencia de la monarquía paccionada de los Austrias y la que efectúan de la herencia de la monarquía absoluta de los Borbones del Setecientos. 




			Además de esta atención a una y otra convulsión bélica, la tarea central de la presente obra se situará, como anunciaba líneas arriba, en analizar cómo la historiografía catalana, desde el siglo XIX hasta la actualidad, ha valorado el Setecientos catalán en su conjunto, cómo ha ponderado los diversos acontecimientos y las diferentes realizaciones, qué balance ha realizado de las vinculaciones que los catalanes tuvieron con el absolutismo borbónico como nuevo modelo de funcionamiento político de la monarquía española tras la guerra sucesoria, cuáles fueron los «agravios» cometidos y, por último, cuáles son las opiniones existentes entre los estudiosos sobre lo que la centuria representó para la posterior historia de Cataluña y de España. En ocasiones ofreceré también la palabra a destacados políticos o pensadores, pero en esencia son los servidores de Clío quienes ocuparán centralmente mi atención en el convencimiento de que sus escritos condensan una parte importante de la génesis de las producciones intelectuales de y sobre la Cataluña que se siente agraviada. Parecerá acaso poca cosa ocuparse sólo de los historiadores sobre esta época en un tema de tanto alcance y complejidad, pero pienso que es precisamente en este colectivo de estudiosos donde cristalizan los discursos que, paralelamente o con posterioridad, fabrican los políticos y que han acabado cuajando en el seno de importantes sectores de la opinión pública catalana desde el siglo XIX hasta la manifestación del 11 de septiembre de 2012. Sin más dilación pasemos, pues, a escuchar la voz de los historiadores catalanes desde que Antoni de Capmany tomó la palabra.  




			

	    


	 	

	    

             




			Capítulo 1 


			

			 




			LOS HISTORIADORES QUE VENÍAN DEL SETECIENTOS 




			 




			La historiografía catalana tardó un tiempo en convertir el Setecientos en un objeto de atención y estudio. Sin dedicarse específicamente a historiarla, Antoni de Capmany, nieto de una familia austracista, miembro de la Real Academia de la Historia y de la Real Academia de Buenas Letras de Barcelona, ferviente estudioso de la lengua castellana31 y según los diversos autores el mejor historiador y el más destacado intelectual catalán de aquella centuria, ofreció durante la mayor parte de su vida una valoración genéricamente positiva de un régimen en el que participó activa y convencidamente como militar, funcionario, intelectual y político.32 




			Así lo podemos comprobar de forma temprana en su primera obra, el Comentario sobre el Doctor Festivo y Maestro de Eruditos a la Violeta publicado en 1773 con el seudónimo de Pedro Fernández.33 Elaborada tras abandonar el Ejército y escrita en diálogo con Los Eruditos a la Violeta que el también militar José Cadalso había publicado frente a las opiniones críticas de Montesquieu sobre la situación de España, Capmany, desde una óptica optimista sobre las posibilidades transformadoras de las reformas ilustradas propia del círculo sevillano liderado por el peruano Pablo de Olavide,34 y tras recordar que la monarquía hispana había dormido siglo y medio y que era «un cuerpo exhausto y calcinado»,35 señala como señeros vivificadores patrios a Felipe V primero y a Carlos III después, pues en su opinión gracias a ellos España estaba empezando «a gozar de una edad dorada».36 Opinión que reafirma en su Discurso  de ingreso en la Academia de la Historia en 1775 al declarar que «debe a todos consolarnos que bajo el augusto trono de Carlos III, monarca hecho para volver su pueblo feliz y sabio, empezamos a prepararnos una edad de oro».37 Y opinión positiva que en 1782 vendría nuevamente a recordar con ocasión de su entrada en la Academia de Buenas Letras de Barcelona, cuando afirma: 




			 




			En este siglo sabio la España puede serlo sin embarazo. No yace postrada esta Monarquía como en la época fatal en que el esplendor y grandeza Austríacas iban a desaparecer de la faz de la tierra. Sólo la Providencia divina enviándonos al animoso Nieto de Luis el grande pudo levantar este Reyno de sus ruinas [...] Pero debe a todos consolarnos el que bajo el augusto Reynado de Carlos III, príncipe cortado para hacer a su nación sabia y feliz, empezamos a prepararnos una edad dorada luego que logremos ver el templo de Jano cerrado y el de Apolo abierto.38 




			 




			En la polémica entre conservadores y renovadores, es decir, entre antiguos y modernos, Capmany se sitúa junto a la dinastía borbónica porque considera que se apoya en los «modernos» reformistas moderados que no quieren echar innecesariamente por la borda algunos de los «antiguos» valores hispánicos y que, rechazando convertirse en culturalmente serviles respecto a las aportaciones de otros ilustrados europeos, propician, al mismo tiempo, la renovación de un país que todavía necesita un fuerte empeño regenerador pese a estar mejorando con las nuevas políticas reformistas, las mismas que precisamente han de ponerlo al día de esa «escuela general de civilización» que es Europa y restituirlo en sus antiguas fuerzas de la época de los primeros Austrias. Es un Capmany optimista que está convencido de las bondades que para la necesaria modernización de España representa la idea de progreso sostenida por los ilustrados ingleses y franceses.  




			Así pues, mediante un patriotismo crítico pero respetuoso con la tradición hispana y sumergido en la creencia de que la idea ilustrada de progreso era una eficaz herramienta vertebradora para la actuación política y la explicación histórica, Capmany apuesta por apoyar a una dinastía que respalda el avance social por acumulación de mejoras graduales de lo que el pasado ha legado, criticando lo inválido de la tradición pero aceptando a su vez aquella parte de la misma que no impedía seguir avanzando por la senda marcada por el nuevo espíritu de la Ilustración para la imprescindible renovación de España. Y su participación reclutando artesanos catalanes para las poblaciones de Sierra Morena, resulta, entre otros, un buen testimonio de su optimismo reformista respecto a las políticas regeneradoras que en esos momentos impulsaba la monarquía borbónica y de cómo las gentes del principado podían aportar importantes contribuciones a las mismas. 




			Participando de este optimismo que la expansión económica de la época le venía a confirmar, también valora positivamente a la nueva dinastía cuando al publicar en 1779 sus famosas Memorias históricas  sobre la marina, comercio y artes de la ciudad de Barcelona recuerda de nuevo que la «Providencia» había enviado a «este reino (España) para reanimarlo a la augusta familia de Borbón representada en su pío y animoso Felipe»;39 una Providencia que también «decretó que fuese colocado en el trono de las Españas, al mejor de los príncipes, al más tierno padre de los vasallos, a un héroe en su vida privada y pública, en fin, a Carlos III».40 Y no son menos halagadoras sus palabras cuando, en el tercer tomo de las esas mismas Memorias históricas, publicado en 1792, reafirma sus elogios hacia el absolutismo borbónico carlotercerista: «¿Qué era la Sierra Morena antes de las nuevas poblaciones, obra inmortal de la grandeza y beneficencia de Carlos III? ¿Qué era, en fin, la España toda antes que entrase a ocupar el trono la Augusta casa de Borbón? Un cuerpo cadavérico, sin espíritu ni alma para sentir su misma debilidad».41 




			Salvo sus aceradas críticas a la gobernación de Godoy en tiempos de Carlos IV, idéntica opinión favorable hacia el absolutismo borbónico muestra Capmany en sus Cuestiones críticas de 1807, cuando al reflexionar sobre el estado de la economía española recuerda que al finalizar el reinado de Carlos II la situación de España era la de una monarquía en decadencia que los reinados borbónicos habían resucitado colocándola en una mejor situación económica que en los tiempos anteriores. Una mejora producida también en el caso particular de Cataluña, pues Capmany considera que en los tiempos de los Austrias el principado había padecido los inconvenientes de su incorporación a la monarquía imperial así como disfrutado poco o nada de los posibles beneficios. Una mejora de Cataluña que iba ser especialmente visible a partir de su participación en el comercio americano decretada por Carlos III y que había «casi triplicado su vecindario y aumentado la agricultura y la opulencia hasta un grado incomparable con el estado que tenían antes». Una inclusión en el comercio americano que, en opinión de Capmany, finalizaba con la injusta exclusión del tráfico indiano que durante siglos Castilla había realizado sobre los habitantes de la Corona de Aragón como si fuesen extranjeros.42 




			Sin embargo, esta genérica (y en algún caso ciertamente algo protocolaria) valoración positiva de buena parte de las actuaciones de los tres primeros reyes Borbones respecto a los españoles en general y a los catalanes en particular le resultó a Capmany compatible con otra opinión que no se abstuvo tampoco de mantener con nitidez. El insigne barcelonés sostenía que, siendo benéfica para las gentes del principado la actuación de los gobiernos borbónicos, la principal protagonista de la recuperación económica y social fue la propia sociedad catalana al mantener dos de sus más preciados valores. El primero, su tradicional ética positiva del trabajo y de la creación de riqueza. Y el segundo, un derivado de la misma como era la buena consideración social hacia los labradores, los comerciantes y los menestrales. Bien al contrario del pueblo castellano, cuyo carácter opinaba Capmany que estaba inclinado al desprecio hacia un trabajo manual que consideraba deshonroso. Por eso, una Cataluña abatida en el siglo «más decadente que conocieron sus artes, su comercio y navegación» como la existente «en los últimos suspiros del reinado más débil y mísero que experimentó la monarquía española» con Carlos II, supo aprovechar mejor que Castilla las políticas borbónicas iniciadas con Felipe V:  




			 




			Un pueblo que ha sido rico y poderoso por su industria y actividad, cuando no pierde el carácter, las costumbres y la opinión de sí mismo; va retardando su destrucción extrema, para levantarse y rehacerse al primer impulso que reciba. Tal ha sido el que recibió en el benéfico reinado del Señor Felipe V, feliz época de la resurrección de la prosperidad nacional de estos Reynos.43 




			 




			Es decir, la reconocida laboriosidad de los catalanes,44 capitaneada por sus comerciantes, sus artesanos y sus payeses, resultó para Capmany el revulsivo principal para el progreso de Cataluña. Al igual que aconteció en los esplendorosos tiempos medievales estudiados en sus Memorias históricas, la actividad menestral y comercial fue un elemento clave y distintivo que llevó a los catalanes del Setecientos nuevamente al progreso como pueblo. Los comerciantes y los gremios habían ayudado a crear históricamente un carácter catalán hacendoso y emprendedor que fue lo que permitió a Cataluña recuperarse tras la guerra sucesoria. Fue lo que posibilitó que las disposiciones borbónicas tuvieran más éxito que en cualquier otra provincia, porque podían ser bien acogidas y aprovechadas gracias a la mentalidad catalana proclive a valorar el trabajo manual. Ser una «colonia de castores» resultó un factor principal para el espectacular crecimiento catalán setecentista que el Capmany historiador ponía como prueba evidente ante el Capmany político de lo que había que hacer en España para conseguir su progreso. Ahora, en el último cuarto del siglo XVIII, no se tenían las instituciones históricas que habían permitido la visibilidad social y política de menestrales y comerciantes, pero seguía en pie el asociacionismo mercantil y gremial que continuaba otorgando a cada oficio un honor social específico y reconocido por todas las clases de una sociedad adecuadamente estamentalizada, lo que a su vez fomentaba una laboriosidad que se convertía en un factor clave del carácter catalán y en un elemento vital para hacer resurgir a Cataluña de su etapa de decaimiento de los dos siglos anteriores. En opinión del historiador Capmany, la experiencia medieval y la propia de su siglo demostraban que la burguesía comercial catalana, ahora agrupada en la Junta de Comercio (la misma institución que sufragó sus Memorias), era el motor del progreso económico y político del principado y que podía ayudar a serlo de toda España a condición de que los gobiernos reformistas reconocieran que sus propuestas eran el mejor camino hacia el progreso. Unas ideas que, por cierto, iba a sostener en gran medida todo el catalanismo posterior y que resurgió en las posiciones historiográficas del propio Jaume Vicens Vives.  




			No obstante, es preciso recordar, asimismo, que el reconocimiento del esencial protagonismo de los propios catalanes mediante su capacidad empresarial y laboral defendida por Capmany no se contradice con otra de las convicciones capmanianas más sólidas. A saber: que la emprendedora sociedad catalana estuvo amparada esta vez por unos gobiernos borbónicos que supieron atender parte de sus necesidades desde una planta política absolutista pero reformista, al igual que en el desarrollo económico altomedieval esa laboriosidad se había incardinado eficazmente en un sistema político de corte parlamentario-estamental con una importante presencia mercantil y en el marco de una monarquía que estuvo dispuesta a amparar el crecimiento comercial del principado. Para este Capmany, no importaba tanto el absolutismo que había acabado con el tradicional modelo político catalán como que aquel realizara una política reformista que pudiera casarse con los intereses objetivos de la economía catalana y con la mentalidad de sus habitantes. Y eso ocurrió, en su opinión, desde el momento mismo del reinado del propio Felipe V, que fue quien proporcionó el «primer impulso» para recuperar aquella especie mítica de «democracia burguesa» medieval que para el barcelonés parecieron volver a encabezar en el Setecientos los comerciantes de la Junta Particular de Comercio. 




			Capmany establece así una tesis que hará camino tanto en la futura historiografía como en la futura política catalana: la intrínseca laboriosidad catalana, sumada a unos gobiernos que la amparen, es capaz de alumbrar una senda de progreso histórico para el país catalán y para el conjunto de los españoles. Cuando en 1718, cuatro años después de finalizar la contienda sucesoria, Felipe V decide hacer de Barcelona el lugar de sus expediciones italianas y fomentar con ello de hecho una parte de la industria catalana, que pasaba entonces a fabricar los pertrechos militares que antes se compraban en Nápoles, Milán o Flandes, Capmany reconoce una doble realidad. Primero, que «podemos decir que en Barcelona se formaron los primeros asientos de esta suerte de empresas, de cuyo pronto desempeño es buen testimonio la expedición de Sicilia del año 1718». Para, en segundo lugar, recordar a continuación que, a pesar de esta benéfica decisión borbónica, «los oficios no podían haber arraigado con tanta rapidez en Barcelona, si de tiempo inmemorial no los hubiese poseído. Los ejércitos, y mucho menos las guerras, no comunican artes al país que las desconoce».45 Junto al también historiador de la época Jaume Caresmar, valora la disposición borbónica como positiva, pero en su interpretación se afana en recordar también, como veremos más adelante cuando al hablar de la economía catalana del siglo, que la misma fue posible porque la capital tenía las condiciones idóneas para que una medida de ese carácter resultara factible y gananciosa para la ciudad y para la monarquía. Barcelona se benefició de la resolución del monarca al ser una urbe que había sabido prepararse para ser receptora de una disposición gubernamental que acabaría resultando fructuosa al potenciar su economía en unos difíciles tiempos de posguerra. 




			El pensador barcelonés lo dejaba escrito con claridad: al igual que acontecería años después con la liberalización del comercio indiano en 1778, Cataluña era la más preparada entre las provincias españolas para sacar buen provecho a las determinaciones del gobierno, lo era por su tradición industrial y también por su ética de reconocimiento social al trabajo manual. Una mentalidad de la que carecía una Castilla (entendida en sentido amplio) a la que por mucho dinero que se le diera para relanzar su industria, Capmany opinaba que no le serviría de nada mientras no cambiara su manera nobiliaria de ver la vida. Así lo proclama Capmany:  




			 




			Donde no hay amor al trabajo todo el dinero del erario, o de los particulares ciertamente no lo infundirá; y si, para mayor desgracia, este trabajo es mirado con desprecio y como destino de canalla o de advenedizos estrangeros, todas las gracias y privilegios tampoco le darán estimación [...] Son inmensas las sumas, grandes las esenciones, que se dispensan por el Gobierno de quarenta años a esta parte para animar la industria y las fábricas nacionales; pero yo no veo que las artes sean abrazadas por las gentes que las despreciaban antes, ni que los hijos del artesano sigan el oficio del padre, ni que el que tuvo a su padre o a su abuelo artesano confiese sin rubor tales ascendientes.46 




			 




			O dicho en otras palabras: el carácter particular catalán, creado en el marco de unas determinadas instituciones políticas y gracias a una determinada mentalidad social era, en última instancia, lo que producía aquella desigualdad de riqueza entre Castilla y Cataluña. Es verdad que entre las autoridades y los pensadores reformistas había ahora una buena predisposición hacia el trabajo manual y también por cambiar aquella mentalidad negativa, pero no así en el pueblo castellano, que en opinión del barcelonés todavía lo despreciaba.  




			Para Capmany, el impulso constante de las manufacturas en Cataluña se debía a la existencia de la continuidad histórica de una axiología favorable al trabajo mantenida a través del ejemplo, la tradición y la educación doméstica:  




			 




			Los catalanes son industriosos por espíritu de imitación, reunidos en pueblo, en comunidad nacional, es decir, en el seno de las familias, a la vista de otros que les ayuden con su ejemplo: semejantes a los castores, cuya industria maravillosa queda reducida a un instinto puramente pasivo, cuando se les dispersa y desune de su sociedad. 




			 




			Es decir, los catalanes eran para Capmany más industriosos que los castellanos gracias «a un carácter nacional, mas no individual».47 Y estas y otras opiniones del insigne pensador, en el sentido de ensalzar la virtud empresarial de los catalanes y la necesidad de ser escuchados por el gobierno central, fueron siempre bien acogidas por los grandes comerciantes e industriales que se sentaban en los sillones de la Junta Particular de Comercio, una institución que debemos recordar que estaba presidida por un intendente nombrado por el rey.  




			Ahora bien ¿qué opinaba Capmany del antiguo modelo político catalán que fue suprimido por Felipe V? ¿Lo veía con mejores o peores ojos que al absolutismo borbónico? Pues en esta cuestión nuestro autor ofrece en el tiempo dos ponderaciones nada coincidentes.48 La primera la escribe en sus Memorias históricas y es poco halagadora respecto al veterano sistema catalán:  




			 




			Por fin aquella forma de gobierno Republicano, que pudo ser útil en las circunstancias de aquellos siglos en que los Reyes eran pequeños y pobres, y las fuerzas de mar y tierra se medían por los subsidios de las Ciudades y de la Nobleza, hubo de degenerar en un perpetuo conflicto de potestades, desde que la Monarquía Española acabada de formar de diversas Provincias, o más bien Naciones, empezó a trabajar en consolidarlas para establecer un solo poder e interés nacional, cuya beneficencia y vigilancia fuese difusiva a todas las partes del cuerpo político [...]. Desde entonces, aquella administración independiente y popular, ganada con singulares servicios, y aún necesaria en los siglos góticos para poblar y civilizar las ciudades y promover la navegación mercantil, sirvió en los reinados de los tres últimos Reyes Austríacos de instrumento para su propia ruina, cuando ya no mantenía más que aquella fiereza, desconfianza e inquietud inherentes a un pueblo libre y pobre, a quien de sus pasadas grandezas y prerrogativas no le quedaban más que las ceremonias y etiquetas.49 




			 




			Queda claro. El veterano sistema catalán había sido útil en su época pero ya no lo era. Había perdido eficacia ante la formación de grandes monarquías en Europa. Ahora lo que convenía era consolidar a la española como nación a partir de la aportación de sus provincias (o «naciones») y evitar los diversos conflictos de «potestades» en aras a que las directrices reformistas del gobierno central llegaran por igual a todas las partes de la misma. Es más, la antigua ordenación «independiente y popular», que había ofrecido espléndidos resultados en unos tiempos que el propio Capmany califica despectivamente de «góticos» se había convertido en la nueva época en un verdadero instrumento de su «ruina» para un pueblo «libre» pero «pobre», al que de sus antiguas atribuciones políticas ya sólo le quedaban las «ceremonias y etiquetas».  




			Era la opinión de un Capmany entregado al reformismo borbónico al cual servía como funcionario, de un partícipe del sistema que estaba comprobando en persona los bienes que este comportaba para la economía y la vida española en general y la catalana en particular. De alguien que a finales de los años setenta ponderaba las viejas Constituciones catalanas como unas antiguallas que merecían más bien poca consideración en un mundo nuevo que hablaba ya otro lenguaje para otra realidad. ¿Era esta una sincera opinión política de Capmany al contemplar los resultados que Cataluña y España estaban obteniendo merced al reformismo borbónico o bien era una afirmación políticamente correcta de un miembro de la Academia de la Historia en medio del esplendoroso reinado de Carlos III? Sin descartar del todo que también pudiera existir un punto de lo segundo, me inclino a pensar en favor de la sinceridad del barcelonés en aquellos escritos.  




			En cambio, tres décadas después, en medio de un progresivo desengaño con el comportamiento del gobierno de Godoy, en una época de grandes dificultades nacionales ante la invasión francesa y considerando que la monarquía se hallaba huérfana al tener al «rey cautivo y a la nación ultrajada», Capmany muestra ahora menos entusiasmo por el absolutismo al tiempo que evidencia una indisimulada estimación por las tradicionales Constituciones catalanas. Era, sin duda, un cambio de opinión que obedecía en buena parte a una extraordinaria coyuntura histórica en la que casi todo se había movido de sitio en el país.  




			De esta nueva ponderación dejó clara constancia en Cádiz durante su activa tarea en la elaboración de la Constitución española. Lo hizo por escrito en su Informe presentado a la Comisión de Cortes en 1809 sobre la necesidad en que se hallaba la monarquía de una Constitución,50 y también en su Práctica y estilo de celebrar Cortes en el Reino de Aragón, Principado de Cataluña y Reino de Valencia, redactada por encargo de Jovellanos y publicada en 1821 con Capmany ya desaparecido.51 Un Jovellanos que en estos asuntos tenía similar parecer al reformista moderado barcelonés.  




			En su Informe, Capmany reaccionaba contra quienes decían que España no había tenido Cortes que pusiesen coto a las posibles arbitrariedades de los reyes y que asegurasen la libertad de los pueblos. Falso. Las había habido y en perfecto funcionamiento antes de que «el despotismo (las) ha vulnerado y condenado al olvido». Las hubo por supuesto en Castilla, aunque: 




			 




			el poder y representación de las Cortes fue débil e incompleto, pues no fundaron una institución perfecta y legalmente reconocida que señalase el límite de las potestades [dado] que nunca se pensó en formar un cuerpo nacional que velase por la observancia de las leyes y se opusiese a toda usurpación de la potestad ejecutiva.52 




			 




			Fue Carlos V, con su victoria en Villalar, quien en opinión del historiador barcelonés dio la puntilla a las instituciones representativas castellanas iniciando el camino de reyes con poder absoluto que duró para los hombres y mujeres de Castilla hasta la muerte de Carlos II.  




			Pero, desde luego, afirma con orgullo y rotundidad Capmany, donde sí las hubo a pleno rendimiento «por espacio de cinco siglos» fue en la Corona de Aragón. ¿Cuándo cesaron? Pues cuando finalmente Felipe V las abolió «en castigo de la resistencia armada que hacían a sus derechos a la Corona de España en la obstinada guerra de Sucesión», o sea: cuando los Borbones culminaron la tarea de los Austrias quitando definitivamente la libertad a las patrias españolas que todavía las conservaban. Es más, sin la contienda y sin la ayuda de sus ejércitos, el barcelonés piensa que el nuevo monarca Borbón «no lo hubiera podido ejecutar, ni lo hubiera intentado; entonces se vio que el cañón era la última razón de los Reyes; desde entonces perdieron aquellas provincias el privilegio y prerrogativa de establecer y defender sus leyes patrias y de imponerse y administrar las contribuciones públicas». Es decir, siguiendo la senda trazada por los propios Austrias y el ejemplo de su abuelo, gracias a su victoria militar Felipe V quiso y pudo anular a las «provincias donde se gozaba de una Constitución o derecho común municipal, [provincias que] no era posible llevarlas a sus fines sin su consentimiento, así fueron las únicas que en la guerra de Sucesión se habían declarado por el partido austríaco con las armas en la mano».53 Unas provincias que, al decir de Capmany, tenían un sistema político que disfrutaba de la enorme virtud, a diferencia de Castilla, de permitir un juego político más representativo en la medida en que facilitaban una superior y más renovada participación política no sólo de la nobleza, sino sobre todo del «estamento popular» de muchas más ciudades y villas que las Cortes de Castilla.54 




			¿Quiere decir Capmany que el veterano sistema no hubiera sido derrocado por Felipe V si no hubiera habido la guerra? ¿Quiere decir Capmany que Felipe V no tuvo intención de acabar con el sistema mientras no se dio la revuelta de los catalanes austracistas? ¿Quiere decir que se aprovechó del resultado de la contienda para acelerar la implantación de las ideas y prácticas que había en la Francia del rey Sol y que no eran extrañas a las intenciones últimas de los Austrias por quienes precisamente luchaban los austracistas catalanes? A mí me parece que sí, que eso quiere decir. Y también quiere decir que lo hizo por las armas porque de otra forma no hubiera sido posible establecer un despotismo a la francesa que bajo el mandato de Versalles logró también paralizar a las Cortes de Castilla para que el nuevo soberano tuviera «libre, absoluta y pacífica autoridad». Quiere decir, en cualquier caso, lo que Capmany afirma comparando sin disimulos los principios de ambos siglos: «Así podemos añadir ahora que la Francia nos despojó a principios del siglo pasado de los restos de nuestra antigua libertad y a principios del presente la misma Francia nos viene a imponer las cadenas de la esclavitud, para que hasta la memoria perdamos de lo que fuimos».55 Su rechazo a nuestra vecina aparece nuevamente de manera diáfana por ser la causante última de una doble agresión: acabar con el sistema político tradicional catalán y español en 1714 e invadir España en 1808. 




			Un Capmany en el epílogo de su trayectoria, decepcionado por el rumbo del cuarto Borbón, en medio de las controversias políticas de un mundo escindido entre conservadores, reformistas y liberales, con una galofobia desbordada, herido por un amor patrio que no soporta que le den lecciones de constitucionalismo ni los franceses ni los más liberales, recordaba que sí, que había habido Cortes y Constituciones pensadas para evitar el poder absoluto de los reyes, ese mismo tipo de poder que precisamente quería establecer Napoleón en toda Europa y también en España. En esas condiciones y por esos motivos, no duda en sacar pecho y mostrar con amor propio de español y de historiador que tanto en Castilla como, sobre todo, en la Corona de Aragón (y por tanto, en Cataluña), había funcionado a plena satisfacción un régimen constitucional que sólo las armas de Felipe V hicieron desaparecer.56 Y la reivindicación de la existencia histórica de este constitucionalismo basado en instituciones de derecho público que algunos parecían ignorar, o incluso negar, la hace el barcelonés con orgullo de catalán sin menoscabo de su españolidad. Era una aportación positiva de las Españas de las que Capmany se sabía procedente a la España que Capmany deseaba construir: la Constitución gaditana para la nueva monarquía podía y debía basarse en el derecho histórico español antes que en las ideas radicales francesas. Para el Capmany de Cádiz, España no estaba haciéndose en las Cortes, sino que era una realidad histórica que tenía unos preceptos legales desde los tiempos medievales que debían ser respetados. La nación española estaba reunida en Cádiz, pero esa misma reunión era la prueba de su previa existencia histórica. 




			Esta admiración, encaminada sobre todo a recordar que en suelo español habían existido Constituciones políticas que a su parecer habían funcionado correctamente en su época, que habían permitido el progreso y que no debían ser ahora ignoradas ni tampoco despreciadas frente al constitucionalismo revolucionario galo, la vuelve a mostrar Capmany en su inacabada «Introducción» a la Práctica y estilo de celebrar Cortes. Aquí recuerda que la intencionalidad de la recopilación efectuada era la de: 




			 




			mostrar al mundo poco instruido de nuestra antigua legislación hasta qué grado de libertad llegaron las provincias de aquella Corona [la de Aragón] en siglos que hoy se les quiere llamar góticos, por no decir bárbaros, y cual en aquellos tiempos no había gozado ninguna nación en un gobierno monárquico.57 




			 




			El barcelonés no niega que hubiera abusos y fallos en el antiguo sistema, pero afirma que con aquel modelo los vasallos habían vivido felices y los reyes satisfechos de una obediencia y unos servicios que eran voluntarios. Ahora Capmany ya no habla de tiempos góticos en sentido despectivo como hiciera en sus Memorias. Había una nación rica y un Estado pequeño. Una nación que se imponía a sí misma los tributos y se los administraba «siempre para su bien y nunca para su daño». Y cuando los reyes lo precisaban, esa nación daba recursos para que les defendieran con las armas, sin que por ello quedase constituido un ejército permanente. Una nación con un orden estamental bien asentado en el que cada cual estaba en su sitio y «todos tenían su parte en el gobierno político, de cuyo concierto resultaba la unidad». Y toda esa arquitectura política fue la que permitió el crecimiento económico y la expansión por el Mediterráneo, siendo los Reyes de Aragón respetados dentro y fuera de España. En suma,  




			 




			era el país que tenía una Constitución, la cual, por los nudos con que estaba ligada, era por sí misma indisoluble; y así perseveró invulnerable hasta que las armas de Felipe II en Aragón, y las de Felipe IV en Cataluña, intentaron darle algunos asaltos; y últimamente, las de Felipe V las derribaron con mayor poder, por aquel derecho de conquista que se atribuyó con la guerra de Sucesión.58 




			 




			Léase claro, para Capmany el modelo político catalán de origen medieval limitaba el poder absoluto de los reyes, contemplaba la participación política de las diversas clases, garantizaba la armonía social y favorecía el crecimiento económico. Como luego veremos con detalle, una interpretación muy positiva de las instituciones medievales que sería recogida por los historiadores catalanes filoaustracistas desde la muerte del insigne barcelonés hasta nuestros días.  




			Sin embargo, esta alta valoración histórica del antiguo modelo político no significa que Capmany proponga que la Constitución a elaborar en esos momentos para toda España hubiese de tener la misma naturaleza que aquellas que estuvieron vigentes en la antigua corona aragonesa. Consciente de los nuevos tiempos en los que vivía, así lo declara explícitamente cuando al principio de la mencionada «Introducción» afirma:  




			 




			No pretendo el estado político de las Cortes de Aragón por modelo perfecto de una Constitución, tal como acaso necesitan los pueblos para alcanzar y afianzar la última felicidad y libertad del hombre en sociedad; ni tampoco cual conviene a la nación española en las actuales circunstancias para abrazar y consolidar todos los ramos de su legislación política, civil y fiscal, atendida la extensión y reunión de provincias que componen hoy la monarquía, no dejando al Rey y a los súbditos más facultades que las que por razón y por derecho social les deben pertenecer.59 




			 




			Capmany no deseaba la restauración del modelo constitucional de los Austrias, sino la modernización y adecuación a los tiempos presentes de la Constitución histórica de la monarquía hispánica, una Constitución histórica que tenía un variado elenco de legislación política diseminado en los distintos reinos españoles, con especial admiración, eso sí, por los textos de la Corona de Aragón frente a los de la Corona de Castilla. Pasar de las Españas de la monarquía absoluta a la nación-España, demandaba escuchar al constitucionalismo enraizado en la propia tradición española. Por eso Capmany evoca la tradición catalana y la aragonesa, quiere que se tengan en cuenta, desea que parte de la nueva Constitución esté incluso inspirada en ellas en la medida en que debe tener presente el derecho histórico español. Lo hace por españolismo frente al afrancesamiento y también por convicción ideológica olvidándose de sus posiciones severamente críticas con el veterano modelo político catalán expresadas en sus Memorias dos décadas atrás. Pero Capmany no la pone como ejemplo a imitar sin más, no pide que se restituya tal cual. Lo que deseaba no era la existencia de varias «Constituciones» particulares para cada uno de los antiguos reinos hispanos al modo y estilo del mundo de los Austrias, sino una única Constitución para toda la nación española que sentara las bases de una monarquía que tuviera limitados sus poderes por unas cortes con representación estamental al estilo de las existentes en la antigua Corona de Aragón (y en Castilla), y también con una diputación permanente que vigilara el ajuste de la tarea del soberano a lo acordado en la magna asamblea.60 Esa era la libertad que buscaba en Cádiz: un soberano constitucional controlado por unas Cortes estamentales que representaran a una España compuesta por varias provincias unidas.61 




			Tal parece que rey y Cortes estamentales fueran para Capmany los dos sujetos principales de la soberanía nacional al dictado de lo que mandaba la «Constitución histórica» española. España tenía suficiente historia constitucional, centrada especialmente, pero no sólo, en la Corona de Aragón, como para no tener que depender únicamente del constitucionalismo revolucionario francés. Independencia que complacía a un intelectual que, en aquellos momentos, expresaba una profunda y sostenida galofobia. Si se quería por parte de los diputados progresistas buscar antecedentes históricos a las libertades que se deseaban conquistar y defender, no era preciso irlas a buscar a Francia, podían encontrarse en Castilla antes de Villalar y, sobre todo, en la trayectoria política, jurídica e institucional de los tres reinos de la Corona de Aragón antes de la contienda sucesoria. No era necesario, pues, imitar a la violenta revolución gala, sino que se podía conseguir un cambio gradual y pacífico al estilo de lo proclamado por Edmund Burke y de lo realizado por los ingleses. Desde luego, algo bastante alejado de lo que proponían diputados liberales como Agustín Argüelles, que rechazaba todo lo que recordara al Antiguo Régimen y que centraba su discurso en la nación y en la soberanía nacional frente al derecho histórico basado en la tradición aristotélica de varios cuerpos políticos en el ejercicio del poder.62 




			Junto a la razón, el barcelonés pensaba que la materia constitucional legada por la historia (recordemos que historia y razón fue un binomio habitual entre los reformistas ilustrados) debía servir para tres grandes misiones. Primero, para elaborar una sola Constitución que recogiera también el espíritu de la tradición catalano-aragonesa. Segundo, para construir una sola nación que reuniera de manera unánime a todos los españoles (que eran la comunidad política a salvaguardar para Capmany) mediante una única Constitución. Y tercero, para consolidar una monarquía unitaria con fuertes regalías, que no fuera absoluta sino sujeta al imperio del derecho y estamentalmente controlada por una nobleza regenerada y patriótica, por un clero activo pero obediente y por unos ayuntamientos vivificados en su potestad para canalizar la participación política popular. Una posición que queda claramente reflejada en su mencionado Informe cuando al referirse a América y a la necesaria participación de los diputados americanos, señala con claridad cuáles eran los tres brazos estamentales:  




			 




			En América hay también las tres clases constituidas, el clero, la nobleza y los ayuntamientos. Si la concurrencia de estos tres brazos es necesaria para España para afirmar e integrar la representación nacional, no lo es menos en aquellos países, para no descontentar a ninguno interesado en todos. 




			 




			Y más adelante añade sin titubear:  




			 




			El clero y la grandeza, o sea los ricos hombres, no han perdido el derecho a ser convocados a Cortes, según pretenden algunos porque no se les haya llamado desde Toledo de 1538, sus derechos antiquísimos que poseían, así en la Corona de Aragón, como en la de Castilla, son imprescriptibles.63 




			 




			Una opinión nada extraña si recordamos que nuestro historiador hubiera preferido una Cortes gaditanas constituidas de manera estamental y no por cabezas. De manera estamental porque, a su criterio, lo contrario hubiera significado que «tendría más semblante de democracia que de monarquía». Y para que no haya dudas a continuación añade Capmany:  




			 




			bajo de un aspecto tan halagüeño como peligroso de libertad (el de democracia), se allanarían todos los caminos a la esclavitud de una Nación luego que apareciese un hombre osado que, abusando del nombre del defensor o protector, se pusiese de pie sobre las leyes y sobre los legisladores. Así se ha experimentado en la soñada libertad de Francia, fundada en la más soñada igualdad universal, pues pasó la Nación de la extrema Constitución democrática al más absoluto y escandaloso despotismo y servidumbre, entonces no hubo ya clases que resistiesen porque no había ya partes que defendiesen el todo.64 




			 




			Es decir, una monarquía constitucional controlada pero desde luego no una república democrática: «República quiere decir también en castellano Estado, la cosa pública, y no democracia».65 Algo similar a lo que estuvo defendiendo durante un tiempo el propio Jovellanos66 o a lo que igualmente deseaba, como veremos, el también catalán Ramon Llàtzer de Dou: una Constitución histórica basada en dos sujetos de soberanía que eran el monarca y las Cortes estamentales. En buena medida, se trataba de una propuesta de reforma de la monarquía que aspiraba a moderar su poder alejándola en parte del absolutismo, probablemente para evitar el mal mayor del caso revolucionario francés que había permitido la soberanía popular, y tomar ejemplo en cambio del inglés, que había conseguido un buen funcionamiento político combinando rey y Parlamento.67 Pero desde luego, en cualquier caso, a mi parecer, eran respuestas de tono claramente moderantistas y conservadoras que se alejaban del liberalismo y que se incardinaban con claridad en la defensa de las bases sociales del Antiguo Régimen. 




			En cierta forma, en este último Capmany a punto de cumplir los setenta años, aparece al unísono una doble asunción no siempre fácil de compaginar en su tiempo ni de aquilatar por parte de los historiadores que después se han ocupado de su trayectoria personal o del Setecientos catalán. Por un lado, el personaje que procedía de una familia austracista, después de un tiempo de relativo rechazo, ahora, en el ocaso de su vida y en medio de otras condiciones políticas, muestra sumo respeto y alta consideración por el pasado institucional catalán, que para él había proporcionado, sobre todo en tiempos medievales, un soberbio lustre al principado aunando constitucionalismo y libertades con crecimiento económico y progreso social. Barcelona y su régimen municipal creado en el medioevo eran siempre una de sus referencias favoritas y bien lo demostró con una férrea defensa en Cádiz. Capmany, pues, asume positivamente la historia y se deja llevar por su instinto historicista y tradicional. Era la parte de su pensamiento que le conducía hacia el pasado, hacia las aportaciones positivas de la historia de su patria catalana tanto para ella misma como para España. Era la parte que le llevaba a la defensa de la idiosincrasia histórica propia de Cataluña en España, o sea, a la reivindicación de su particularidad (que no su posible particularismo) en las Españas. Era la parte que le permitía decir a los extranjeros vituperadores de lo hispano, que en España, además de grandes actos militares, había habido Constituciones políticas, laboriosidad y crecimiento económico, y que Cataluña era quien en primer lugar había aportado esa espléndida trilogía. Era todo eso, pero también, en buena medida, una cierta idealización de las instituciones medievales catalanas que le situaba en posiciones más bien historicistas, organicistas y corporativas (estamentales pero no territoriales) en el seno de las Cortes gaditanas.68 




			Sin embargo, por otro lado, no había vacilado Capmany en mostrar su sincera aceptación de una realidad que le parecía diáfana: la monarquía borbónica, especialmente en los tres primeros reinados, resultó un bien objetivo para la progresiva regeneración del conjunto del país. El pensador catalán opinaba de su propio siglo que, si bien empezó con la supresión de un régimen político en la Corona de Aragón que había proporcionado antiguas glorias a su «patria» catalana y que tenía las virtudes de favorecer la representación estamental en las instituciones y cierto control de los monarcas, ante la decadente situación en que España se había sumido a lo largo del Seiscientos, los españoles tuvieron la fortuna de encontrarse con los Borbones y con una planta política absolutista que, al convertirse en garante de un reformismo ilustrado moderado y respetuoso con la sociedad estamental, era contemplada por él como uno de los causantes de los avances habidos en España y en Cataluña durante la centuria. Era la parte de Capmany que le llevaba a reconocer y admitir las cosas que consideraba positivas de las innovaciones del Siglo de las Luces. La primera de ellas, la creación de una idea de progreso de carácter laico pero no antirreligioso que aceptaba la crítica racional y experimental de la realidad, y que se estaba materializando en proyectos regeneradores amparados por una monarquía de planta política absolutista pero reformadora, una monarquía unitaria que para nuestro historiador y sus coetáneos aparecía sin vuelta atrás.  




			Así pues, el Capmany que valoraba positivamente las Constituciones catalanas en Cádiz también hacía lo propio con los progresos realizados por España durante los tres primeros Borbones, y ahora veía necesario un constitucionalismo inspirado en los tiempos medievales, en la extinta Corona de Aragón y con claros resabios del Antiguo Régimen. Y si le hubieran preguntado si había llegado el momento de reformar la monarquía para quitarle algo de absolutismo y ponerle algo más de participación social a través de Cortes estamentales, permítaseme especular (sin que sirva de precedente) que tampoco hubiera vacilado en dar una respuesta afirmativa. Capmany era un personaje ciertamente ilustrado cuyo constitucionalismo miraba en buena medida hacia el pasado. Al igual que Olavide, al igual que Floridablanca, el catalán era un político educado en los ideales de la Ilustración que, cuando topaba con los postulados de la Revolución Francesa, se hacía más conservador e incluso, en algunos temas, hasta podía lindar el casticismo y lo reaccionario.  




			En Capmany, político e intelectual complejo que como tantos otros fue matizando y cambiando su ideario con el paso del tiempo, convivían dos realidades y dos sentimientos identitarios que él supo conciliar: la unidad española y la particularidad catalana. Ambas sostenidas con un patriotismo muy cálido, afectivo y espontaneísta propio de un cierto prerromanticismo que este insigne personaje parece anunciar en ocasiones.69 Por eso, a finales del siglo y en tiempos de las Cortes gaditanas, se convirtió en un decidido defensor de una España de las Españas, es decir, de una gran nación-estado capaz de constituirse mediante la aportación de sus pequeñas naciones y de reconocer que se formaba a partir de sus diferentes idiosincrasias (económicas, sociales, identitarias), aquellas que precisamente habían contribuido a modelarla a través de los últimos siglos y que demostraban que España había sido algo más que pura milicia heroica, como bien lo habían evidenciado, al menos, unos españoles llamados catalanes.70 




			En resumidas cuentas, un Capmany de espíritu conciliador unía de este modo el respeto a las identidades «provinciales» con el respeto a las innovaciones del siglo ilustrado, entre ellas la de una mayor centralización del poder político para conseguir más eficacia en el gobierno nacional y la progresiva creación de una comunidad política española fundada en una única conciencia nacional unitaria. Fusionaba la idea de una sola nación soberana constituida por individuos libres que se llamaba España, con la idea de que ésta estaba también formada por diversos pueblos que habían decidido históricamente constituirla.71 Fusionaba unidad española con pluralidad «provincial», e intentaba salvar con ello la vieja herida abierta con la guerra de Sucesión, sobre la que sólo acabó pronunciándose, con la acerada claridad que lo hizo en otros asuntos, a finales de su vida política y en tiempos de las Cortes de Cádiz, cuando es posible que pensara que ya no era tan políticamente incorrecto hacerlo para alguien que siempre quiso tener excelente relaciones con la política madrileña. O bien cuando su pensamiento político, cada vez más cercano a lo romántico, le llevara a querer cimentar la «gran nación» española sin amortajar a la «pequeña nación» catalana, posicionamiento que veremos igualmente formulado en los historiadores catalanes vinculados al romanticismo que vinieron a sucederle a lo largo del Ochocientos. O bien, quizás, por las dos causas sumadas. En cualquier caso, creyó en una Cataluña y en una España armonizadas a través de las Luces, el reformismo y el constitucionalismo con raíces históricas. 




			Si bien se mira, algunos de los deseos políticos de Capmany no estuvieron tan alejados de lo que finalmente acabó pasando en Cádiz. La Constitución aprobada contemplaba ciertamente el nacimiento político de la nación española como unidad soberana, lo cual complacía sin duda al barcelonés. Pero también contenía un reparto del poder político que, no siendo desde luego «regionalista» ni mucho menos «federalista», tuvo en un nuevo régimen municipal más participativo y en el sistema provincial a sus baluartes representativos. Y en ese reconocimiento de los poderes provinciales y municipales, Capmany no debió sentirse incómodo, aunque en el caso del segundo a buen seguro que hubiera preferido una representación más estamental. Se creaba, pues, una España unitaria, sin las Constituciones de los antiguos reinos ni las prerrogativas de los antiguos señoríos, pero no una España plenamente centralista, dado que se reconocían las atribuciones que debían tener los entes locales en el juego político.72 Con la Constitución de Cádiz todavía era posible la conciliación de España con las Españas, cosa que no creo que pueda afirmarse, en cambio, en el caso de la que se elaboraría en 1845, mucho más centralista y uniformizadora.  




			En suma, el pensador catalán apostaba por una sola Constitución española en la que se respetaran las diferentes identidades territoriales de las Españas que en su unidad conformaban la realidad histórica, política y sentimental de España como un solo «pueblo», como una «comunión» —que diría un Capmany prerromántico— dentro del complejo concierto europeo.73 Desde luego que no parece que la suya fuera la propuesta tardía de una España «confederada» al estricto estilo austracista. Ni siquiera «provincialista» o «federalista». Como afirmó en las sesiones gaditanas cuando se discutía sobre la abolición de la Inquisición: 




			 




			Nos llamamos diputados de la nación y no de tal o tal provincia: hay diputados por Cataluña, por Galicia, etc.; mas no de Cataluña, de Galicia, etc. Entonces caeríamos en un federalismo, o llámese provincialismo, que desconcertaría la fuerza y la concordia de la unión, de la que se forma la unidad.74 




			 




			O dicho de otra manera, para Capmany los diputados representaban a los individuos que constituían la nación española antes que a los pueblos o territorios que formaban la citada nación. En esta vital cuestión, el pensador barcelonés estaba más cerca de los liberales como Agustín Argüelles, del conde de Toreno o de su compatriota catalán Josep Espiga que no de otro diputado procedente del principado de filiación absolutista como Felipe Aner, que se sentía diputado de Cataluña, vinculado al mandato imperativo provincial y que defendía un modelo foral en la organización de la monarquía. Pienso, con Vilar, que pese al profundo amor hacia la «patria chica» Cataluña, Capmany no puede ser considerado un directo precursor del catalanismo político, para lo cual se requeriría, cuando menos, una fidelidad reivindicativa a la lengua vernácula que no parece que estuviera en su horizonte intelectual ni político.75 




			Para el Capmany constituyente lo prioritario era la nación española, y en aquellos trágicos y delicados momentos no podía tener cabida el provincialismo sino la más estricta unidad. Pero apostar por la unidad y repudiar el provincialismo no era para Capmany negar el hecho histórico y evidente de la afortunada existencia de las «provincias» o «naciones» españolas, vocablos que suele emplear indistintamente. Por eso, en Centinela contra franceses, obra de circunstancias destinada a convertirse en una especie de catecismo del combate patriótico y que llevaba como leyenda nada menos que «De la unión la fuerza», no dudaría en hacer una constatación, un elogio y una advertencia. La constatación era que la nación grande estaba constituida por la pluralidad de los pueblos que la habitaban desde antaño organizados en «provincias» o en «naciones». El elogio era que habían sido precisamente ellas las que primero se rebelaron contra el invasor en un momento tan delicado para la patria española y con una monarquía tan débil y entregada al enemigo francés. Y la advertencia era que la pluralidad debía ser respetada y no barrida como había ocurrido en el caso galo, «donde no hay provincias ni naciones; no hay Provenza ni provenzales; Normandía ni normandos: se borraron del mapa sus territorios y hasta sus nombres».76 




			Y una vez dicho esto, unas páginas más adelante así expresa Capmany su admiración por las provincias españolas:  




			 




			Cada provincia se esperezó y se sacudió a su manera [contra los franceses]. ¿Qué sería ya de los españoles, si no hubiera aragoneses, valencianos, murcianos, andaluces, asturianos, gallegos, extremeños, catalanes, castellanos, etc.? Cada uno de estos nombres inflama y envanece, y de estas pequeñas naciones se comprende la masa de la gran Nación que no conocía nuestro sabio conquistador.77 




			 




			Y añade finalmente:  




			 




			¡Españoles ilustres, provincias que os honráis con este timbre glorioso y que juntas formáis la potencia española y que, reduciendo vuestras voluntades en una sola, haréis para siempre invencible la fuerza nacional: unión, fraternidad y constancia! Cada movimiento que os aparte de estos tres puntos es una brecha que abrís al asalto de nuestro enemigo.78 




			 




			Es decir: existía una histórica pluralidad hispana que para Capmany era el cimiento de la unidad española que él deseaba y defendía. 




			A mi juicio, no hay contradicción en el barcelonés: la unidad de la nación grande y la pluralidad «provincial» de las naciones pequeñas eran compatibles mientras la primera respetase a las segundas y estas contribuyesen al fortalecimiento de aquella. Lo que no aceptaba en circunstancias tan graves, con las tropas napoleónicas invadiendo España, era la división que a su juicio podría provocar el provincialismo o el federalismo: España era para él la profunda y fraterna unidad de las provincias o naciones. Por eso, en el momento de forjar la nueva España con una nueva Constitución, no tiene empacho alguno en solicitar un merecido reconocimiento para las virtudes históricas de las Constituciones de la Corona de Aragón, aunque no aspire a su literal aplicación en esas circunstancias. Ni tampoco tiene recato en pedir que en ciertos casos las leyes fueran receptivas hacia la pluralidad hispana, postura que puede apreciarse con claridad en el caso de su permanente admiración por el tradicional régimen municipal barcelonés, que a su entender permitía la participación política de las clases sociales,79 o bien en su posición favorable a la conservación de los gremios, que tan potentes eran aún en Cataluña, frente a las huestes liberales que pedían su extinción. Cuestiones ambas (municipalismo y gremialismo) que Capmany situaba en estrecha relación en la seguridad de que habían sido el fundamento axial de la prosperidad catalana y de la conformación de la particular idiosincrasia de su carácter nacional.80 




			Pero en ningún caso parece que pueda afirmarse que Capmany fuera un federalista al estilo de los diputados de los territorios americanos o de personajes como Valentín de Foronda o José Marchena.81 Ni tampoco que fuera un defensor público de que se construyera un modelo de Estado constituido mediante los antiguos reinos al estilo de su compatriota Aner o del valenciano Francesc Xavier Borrull. Nuestro historiador pensaba que la vuelta atrás completa, al mundo confederal de los Austrias, no era posible ni pertinente, pues no sería eficaz en el nuevo mundo de las grandes naciones-Estado. Sin embargo, mediante la práctica historicista de recordar el valor positivo de la historia constitucional española, sí pienso que buscaba conseguir, en cierta forma, ante los demás diputados, una mayor audiencia alrededor de una concepción unitaria de España de talante más pluralista. Una posición que estaba alejada del sector más liberal de la política hispana, sin duda de tendencia más racionalista, uniformista y centralizadora, y más inspirado en el constitucionalismo francés moderno, como eran los conocidos casos, por ejemplo, del conde de Toreno, de Muñoz Torrero, de Argüelles o de su vituperado adversario José Quintana.82 




			Una concepción unitaria pero pluralista que, como afirmé, debió de estar bastante de acuerdo con el resultado final de las Cortes cuando proclamaron una organización del Estado que establecía a los ayuntamientos y a las diputaciones provinciales como órganos representativos territoriales, lo cual en la práctica era no aceptar las antiguas jurisdicciones de los reinos, que se veían como atentatorias contra la soberanía nacional y posibles mantenedoras de privilegios de clase o regionales, pero sí la voz de los intereses de los diversos territorios a través de estos organismos. Una concepción unitaria pero pluralista que, pudiendo tener un laxo punto de conexión con el austracismo «purificado», no pienso que permita hablar de Capmany como un austracista revivido cien años después de finalizada la contienda sucesoria. Si se me permite una nueva conjetura, es más que probable que un renovado austracista como Amor de Soria no hubiera estado de acuerdo con la idea de que a una auténtica nación «la forma, no el número de individuos, sino la unidad de voluntades, de las leyes, de las costumbres y del idioma, que las encierra y mantiene de generación en generación».83 En su concepción de la «madre España» y en su intento de crear un «espíritu nacional español», había mucho de lo que después fue el nacionalismo romántico europeo y bastante menos de la antigua constitucionalidad austracista; austracismo al que más bien creía poco apto para mantener una integración económica entre las «provincias», cuestión que el pensador catalán consideraba clave para el desarrollo de Cataluña y de España.  




			Por todo lo anterior, no creo que Frederic Rahola estuviera muy ponderado cuando desde su posición ideológica catalanista reprocha al Capmany de Cádiz que pusiera «más ojos en la nación entera y en los principios abstractos que en su región natal y en los asuntos de interés provincial».84 En efecto, para Rahola no sólo Capmany no fue el hombre representativo del principado en las Cortes, sino que además de ignorar los aspectos de más palpitante interés para las tierras catalanas, a veces incluso entró en desacuerdo con los otros diputados regionales en asuntos que concernían a Cataluña. Rahola desde luego admira al Capmany intelectual, admira su valentía e independencia en la Cortes y reconoce su amor por Cataluña, pero recuerda que su desconocimiento del territorio catalán en guerra, las influencias uniformistas del momento, su complejo frente a ser tachado de provincialista y su proyecto más español que catalán impiden que sea considerado como el verdadero y genuino representante de los intereses catalanes, cosa que sí concede en cambio a Felipe Aner de Esteve. En realidad, era lo mismo que Rahola afirmaba en su época de Francesc Pi i Margall, que «tan amante de Cataluña y tan eminente en todo, dentro de su particularismo abstracto no puede ser considerado como un diputado genuinamente catalán». Queda claro, a mi entender, que la opinión de Rahola sobre Capmany esta sujeta a su propia definición ideológica catalanista de cuáles eran los intereses de Cataluña y de cómo había que defenderlos y de cómo veía la incardinación del principado en España.  




			Lo que más bien ocurrió, a mi entender, es que Capmany se ocupaba de una España unitaria que debía contener en su seno a las Españas, empezando sin duda por su «patria» catalana con sus virtudes históricamente demostradas, como bien se empeñó en señalar el estudioso catalán dedicando buena parte de su trabajo intelectual a la historia de Cataluña. Capmany no se despreocupó de la «pequeña nación» catalana, de la cual en cierta forma se sentía un embajador en Madrid, sino que se empeñó en insistir en la mejor manera en que podía incardinarse en la «gran nación» española ayudando a que esta se encaminase hacia la modernidad merced a las virtudes catalanas de una sociedad hacendosa y emprendedora, en la que cada clase ocupara una adecuada posición en el entramado comunitario con su honor social bien reconocido, fomentando así su prosperidad. Es decir: Cataluña como un modelo para la nueva España que debía, y podía, cambiar su aspecto en el sentido de la buena experiencia, histórica y de presente, de los catalanes. Una modernidad a la que Capmany creía ciertamente que habían contribuido los Borbones y que contemplaba vinculada a la creación de una gran nación-Estado capaz de oponerse a las principales potencias europeas, pero convencido también de que ello no estaba reñido con recuperar para el futuro el legado de un constitucionalismo histórico hispano que pusiera cierto control sobre el monarca, que permitiera actuar a una nobleza regenerada y que diera vida política a las «provincias», posibilitando cierta participación política en el gobierno general y municipal al estilo de la vieja tradición catalano-aragonesa. 




			Esa fue la forma que Capmany tuvo de defender a Cataluña en el momento de redactar la Constitución española para la nueva España: intentar que esta última se forjara teniendo como norte el ejemplo catalán y asumiendo positivamente las propuestas y los intereses de sus clases dirigentes, sobre todo las burguesas y menestrales. Un principado que, en las discusiones y en los textos gaditanos donde se habla de la organización territorial del nuevo Estado, siempre aparece individualizado como un todo, al igual que ocurre con Aragón, las Provincias Vascongadas, Galicia o Valencia, y no así, en cambio, con Andalucía o las Castillas.85 Lo cual resultaba un implícito reconocimiento de la personalidad histórica y política de Cataluña que Capmany no dudó en apoyar sin necesidad de reclamar la vuelta a la organización de la monarquía en distintos reinos confederados.  




			En cualquier caso, era la posición de alguien que estaba orgulloso de ser y sentirse catalán. Alguien que llegó a ser nada menos que representante del Ayuntamiento borbónico barcelonés ante la Corte madrileña, que a veces pareció hablar en nombre de Barcelona en las Cortes de Cádiz y que mostró claramente en ellas, sin complejo alguno, su municipalismo crítico frente a los posibles excesos centralistas sin temor a quedar en ridículo ante los diputados gaditanos por presuntamente anticuado. Alguien que valoraba históricamente la tradición constitucional de la corona aragonesa, pero que aceptaba también de manera voluntaria y consciente sentirse español y participar en la unanimidad necesaria para la construcción de la idea de España mediante una única Constitución, unas leyes unitarias y una lengua común. Alguien que veía en la laboriosidad catalana y en el idioma castellano dos elementos fundamentales para la construcción de un carácter nacional español y para el progreso hacia la modernidad de Cataluña y de España. Alguien que estaba empeñado en «catalanizar» España a través de la revalorización del trabajo manual y de la actitud empresarial de una burguesía como la catalana y, al mismo tiempo, estaba empeñado en «españolizar» Cataluña mediante la asunción de un castellano que resultaba para él una lengua con capacidad objetiva para la difusión mundial y para enfrentarse a la influencia progresiva del idioma francés, virtudes que no atribuía en cambio a su idioma vernáculo. Alguien que tal vez por eso se dedicó a escribir, principalmente, sobre la necesaria depuración de la lengua de Cervantes y sobre la historia económica del principado en su esplendorosa etapa altomedieval, la cual comparaba, en buena medida, con la que él mismo había vivido en el siglo de los Borbones. Alguien que aspiraba a reunir, armónica y concertadamente, catalanidad y españolidad; que deseaba que el «hecho diferencial» catalán no cayera en un radical «particularismo», sino que se conjugara con el «hecho integrador» español y que este, a su vez, no ignorara las Españas. Alguien que debió de ver con muy buenos ojos que el apartado de la Constitución de Cádiz que se encargó de la organización geográfica del poder se titulara de manera significativa «Del territorio de las Españas». 




			En definitiva, Capmany era alguien a quien la resistencia contra los revolucionarios franceses y contra Napoleón le condujo por la senda del «españolismo» antes que del «catalanismo»,86 opción la primera que nunca le supuso desdecirse de una profunda catalanidad sentida y practicada por el sencillo hecho de que la veía compatible con su españolidad. Nacionalismo catalán y nacionalismo español pueden ser vistos como excluyentes en la actualidad por intelectuales y políticos. Sin embargo, en el pensamiento y obra de Capmany, catalanidad y españolidad eran plenamente conciliables en la medida en que veía a la primera como una particularidad afanosamente dedicada a la construcción de la segunda que, a su vez, debía aceptar y respetar a aquella. Y probablemente por sostener estas ideas, Capmany mereció ser catalogado por Antoni Rovira y Virgili como una «falsa gloria catalana» que practicaba un «conformismo abyecto» y un «servilismo dinástico».  




			Aunque Capmany solía pensar siempre históricamente su presente, es evidente que no pretendo presentarlo como un historiador dedicado a estudiar el siglo XVIII. No obstante, me ha parecido de obligada exposición su parecer sobre la centuria en la que vivió porque, en tanto que pensador de reconocido prestigio e indudable influencia en la cultura catalana posterior, dejó cimentados algunos pilares para una interpretación de la centuria ilustrada que tendrían continuidad en la historiografía catalana de los dos siglos siguientes.  




			Primero. Si bien quedaron muchas cosas por mejorar y algunas que no se hicieron de la forma conveniente, el Setecientos resultó más positivo para Cataluña que los tiempos de los últimos Austrias. Se ha insinuado a veces, en un sentido despectivo y desde posiciones ideológicas de cierto nacionalismo radical, que Capmany «borboneó». Me parece más ajustado a la verdad científica decir que valoró positivamente a los monarcas Borbones porque consideró adecuada su contribución al país, pero que no se abstuvo de ser crítico y de disentir (especialmente en el reinado de Carlos IV y durante el gobierno de Godoy) cuando apreció que las cosas no se hacían como él consideraba que era bueno para España y/o para Cataluña. Como ocurrió, por ejemplo, en pleno reinado de Carlos III, con su decidida oposición a los intentos de reformar los gremios (muy poderosos en Cataluña) por parte de personajes tan influyentes como Campomanes o Jovellanos. Aunque cuestionar la figura del monarca no entraba en su horizonte de civilización, no es menos cierto que el barcelonés nunca fue borbónico por fanática e irracional idolatría monárquica, sino por el convencimiento intelectual y político de que con esa dinastía se podía conseguir la regeneración reformista que a su criterio tanto necesitaba España para modernizarse. Y por eso mismo, en su época más optimista durante el reinado del tercer Borbón, el estudioso barcelonés sostuvo sin ambages una valoración más bien poco positiva del antiguo sistema político catalán al considerarlo poco eficaz y pertinente para los nuevos tiempos que se estaban viviendo. Posición capmaniana esta última que la inmensa mayor parte de la historiografía catalana posterior no ha considerado oportuno recordar.  




			Segundo. Los catalanes volvieron a mostrar su inveterada actitud de grandes emprendedores económicos mediante su tradicional ética positiva del trabajo y su capacidad de sostener agrupaciones socioprofesionales como los gremios o la Junta de Comercio; una tradicional y beneficiosa actitud que pudo además desarrollarse en el marco de un absolutismo reformista que hacía de dicha virtud un deseado objetivo para todos los españoles, al menos en el pensamiento de los círculos políticos reformistas. Y eso fue especialmente visible en el comercio y las manufacturas, la sangre que vivificaba Cataluña desde antaño y que mereció buenas disposiciones por parte de los Borbones, en especial el Decreto de Libre Comercio firmado por Carlos III en 1778, que tanta prosperidad consiguió crear. Los monarcas Borbones tuvieron los oídos abiertos para escuchar las demandas de las clases empresariales catalanas, que se vieron genéricamente amparadas por las políticas económicas y sociales del absolutismo reformista. Es verdad que no se pudo hacer política desde Cataluña al estilo antiguo, pero sí que se pudo ir levantando nuevamente el principado con unos negocios capitaneados por los grandes comerciantes e industriales a quienes los ministros borbónicos no entorpecieron en sus iniciativas: la conexión entre Madrid y las clases empresariales y productivas de Cataluña fue, en términos generales, bastante satisfactoria. Con los matices que pudieran señalarse, pienso que esta era la opinión genérica que Capmany sostuvo acerca de las relaciones económicas entre Cataluña y el absolutismo borbónico. 




			Y tercero. El reconocimiento de esas positivas realidades no resultó un obstáculo para que un último Capmany metido a constituyente, veintitrés años después de su descalificación al modelo político austríaco, lamentase que Felipe V, en otras cosas bien valorado por él mismo, hubiera culminado la senda absolutista de los Austrias acabando abruptamente con las tradicionales Constituciones catalanas que antaño habían mostrado sus virtudes en algunas cuestiones, especialmente en el ámbito de la representación política tanto general como municipal, un esfera esta última que nuestro ilustre pensador consideraba fundamental para el progreso de Cataluña y España. Ni tampoco su genérico reconocimiento positivo del absolutismo borbónico representó para Capmany un impedimento para afirmar que el bienestar de Cataluña podía ir unido al de España en tanto que esta supiera también asumir la idiosincrasia económica y social de los catalanes y aprovecharse de sus cualidades particulares (para él nuevamente demostradas a lo largo del Setecientos) a la hora de gobernar la nación común. El ejemplo galo anulando las «naciones» de Francia no debía ser imitado por los liberales doceañistas. En aquel entonces gaditano, esa fue una de sus máximas más queridas y de las que ha sido mejor recogida por la historiografía posterior. 




			Para Capmany, la sociedad económica catalana y la política borbónica habían formado un matrimonio aceptablemente avenido durante gran parte del Setecientos en aras a conseguir la modernización de Cataluña y de España, aunque los gobiernos de la segunda no siempre escucharan todas las peticiones de la primera. Y con las tropas napoleónicas en suelo hispano y en trance de escribir por fin una Constitución política para todos los españoles, un último Capmany, entre reformista moderado y conservador moderado, con ribetes de romanticismo, convertido de su antiguo entusiasmo por los filósofos franceses a una galofobia militante y a una creciente admiración por los pensadores ingleses, deseaba no tener que depender casi en exclusiva del constitucionalismo revolucionario francés, y por eso demandaba que se tuviera en cuenta la experiencia constitucional de la antigua Corona de Aragón en la hora histórica de aprobar la Constitución de la «gran nación» española; una experiencia que creía buena por su carácter representativo estamental, por ser guardadora de libertades frente al poder absoluto del monarca y por la solidez mostrada en el tiempo. Eso sí, una Constitución política única para la nación común que él desea redactar atendiendo a una adecuada combinación de poder entre la monarquía y el pueblo en Cortes, con la intermediación entre ambos de una nobleza renovada (que Capmany veía como clase política central antes que a la burguesía, incluyendo a la catalana) y partiendo de la base de que la nueva gran nación llamada España no era sólo Castilla, sino también todo lo que había aportado, aportaba y debía seguir aportando la antigua Corona de Aragón, y en primera línea Cataluña.87 




			Esta propuesta capmaniana ha sido distintamente valorada por los historiadores en atención a sus diversas ideas de progreso y a sus personales posiciones geopolíticas sobre la realidad llamada España. Para unos, más allegados a las tesis de centralización y uniformidad política derivadas del absolutismo reformista primero y de la Revolución Francesa después, la posición de Capmany era más bien conservadora porque se apartaba de la modernidad marcada por las ideas de los revolucionarios galos (las mismas que nuestro historiador combatía con tanto celo), y también de los liberales españoles al estilo de Toreno o Argüelles. En cambio, otros historiadores, sobre todo del ámbito catalán, sin desdecirse de las ideas revolucionarias galas en algunos temas, pero sintiéndose sin embargo más cercanos a la idea de una España «austracista» descentralizada y federalizante, la última proposición capmaniana les parece clarividente, ya que no hacía otra cosa que marcar los verdaderos senderos de la modernidad política, aunque no acabara triunfando en aquellos momentos. Es decir, Capmany como un «superviviente», como un heredero del austracismo y, por tanto, como un símbolo de la España que «debió ser» para alcanzar una modernidad política que sólo las armas, primero, y el despotismo, después, lograron cercenar. Capmany como el representante de una España alternativa cuyo fracaso comportó un siglo XIX convulso y que estuvo en el origen de que la idea misma de nación hispana no acabara cuajando plenamente entre bastantes españoles periféricos. Capmany como una prueba final, en la hora de la crisis del Antiguo Régimen, de que el recuerdo y la reivindicación de las veteranas Constituciones catalanas también habían sido una realidad política, social y cultural en la sociedad catalana durante el siglo que había fenecido.  




			Pienso, en mi caso, que el último Capmany era un hombre lleno de matices, que mostraba en su discurso las complicaciones ideológicas de la nueva era; un intelectual político (o viceversa) que personificaba algunas de las contradicciones que se generan casi siempre en los individuos que ven como el mundo en el que se han criado, y con el que tienen complicidades positivas y posiciones críticas, se desmorona a manos de un nueva sociedad naciente, que a veces todavía no acaban de entender plenamente y en la que hay cosas para ellos aceptables y otras que se les antojan casi el apocalipsis. En la cuestión política, si bien es cierto que abogaba por una monarquía que no fuera plenamente absoluta, no lo es menos que se mostraba claramente estamentalista y que era contrario a avanzar por las ideas democratizadoras del liberalismo. En la económica, veneraba el crecimiento económico catalán pero no acababa de ver con simpatía a una industrialización que proletariza a los menestrales y a los labradores. En la social, valoraba positivamente a la élite comercial catalana pero se mostraba claramente gremialista y seguía viendo en la nobleza a la principal clase dirigente de la nación. En cierto modo, algo muy cercano a la idealización de una supuesta «democracia burguesa» medieval. Y en la cuestión de la estructura del Estado, de la geopolítica interna española, quiso matrimoniar su indudable españolidad con una catalanidad sinceramente vivida, que le hacía pensar que en la nueva y unitaria Constitución española algunas cosas del viejo constitucionalismo catalano-aragonés podían ser aceptadas sin contradicción, entre ellas el control del rey mediante unas Cortes estamentales, unos municipios representativos y fuertes que permitieran actuar en política a las clases medias urbanas y una diputación permanente que consideraba imprescindible para conseguir que la monarquía cumpliera los preceptos legales de la única Constitución española, tan imprescindible como que afirmaba que su existencia había sido primordial para el buen funcionamiento del antiguo ordenamiento político catalán y que fue precisamente su ausencia en Castilla lo que había ocasionado los abusos regios. 




			Pero que sintiera su catalanidad, que estudiara reivindicativamente la historia de Cataluña, que bebiera de ciertos matices del veterano constitucionalismo catalán en su etapa gaditana, no creo que sea suficiente para clasificarlo, anacrónicamente, como un catalanista. Por eso pienso que el conjunto de las proposiciones de Capmany no estaban destinadas a dar un consciente cobijo de continuidad histórica a la propuesta austracista derrotada en 1714, lo cual no implica que en algunas cuestiones, sobre todo en la participación política estamentalista, en su acendrado municipalismo o en su defensa de la pluralidad hispana sostenedora de su unidad nacional, no hubiera ciertas reminiscencias historicistas, conscientes o no, del antiguo modelo político austríaco. De igual modo que considero también que su intento principal se centró especialmente en que el nuevo modelo político que España debía estrenar en aquel vacío de poder producto de una monarquía prisionera no fuera por la senda que habían trazado los revolucionarios franceses que habían decapitado a Luis XVI. Eso, ante todo.  




			Capmany fue un apasionado personaje de vida apasionante que no estuvo exento de ambigüedades, eclecticismos y cambios de opinión en el marco de una riqueza de pensamiento muy sugerente y de una aportación de conocimientos muy remarcables que no debieran situarlo, sin embargo, ni en la damnatio memoriae ni tampoco en la «apología» en la que parecen haberle querido ubicar ciertos historiadores a partir de sus personales ideologías. Fue un espíritu crítico en tiempos de profundos cambios, que no se hizo valedor de ninguna teoría del agravio de España hacia Cataluña, pero cuya compleja evolución ideológica y sus posibles contradicciones han permitido lecturas diversas de sus aportaciones a las sucesivas generaciones de historiadores.  




			En cualquier caso, para el estudioso barcelonés la historia explicativa fue siempre el sustento intelectual básico para sus posiciones políticas, económicas y morales. La historia como maestra de la vida pero también como guía experiencial para que los gobiernos acertasen en la tarea de buscar el progreso de la sociedad y con él la felicidad de los ciudadanos. La historia como instrumento privilegiado con las mejores garantías para asegurar la buena política, que en el caso del Setecientos era para Capmany la que lograse la verdadera reforma de España, reforma que no significaba revolución, sino conservación y cambio a la vez de aquello que la explicación histórica dictase. Recuérdese en este sentido sus conocidas palabras en la «Prefación» de sus Memorias:  




			 




			El historiador, entonces, comparando los tiempos, las costumbres y las vicisitudes de los gobiernos con una análisis filosófica, se podrá contentar con el mérito de la buena elección de los sucesos más dignos y más importantes, de los cuales pueda sacar vivas lecciones para la moral pública y grandes ejemplos para la política de los Estados. Pero estas combinaciones y reflexiones deben siempre estribar en la verdad y realidad de las cosas para hacer sólida y útil la instrucción.88 




			 




			En definitiva, una historia verdadera como maestra de la patria. Este uso político de la historia y este historicismo de buena ley a la hora de pensar en el futuro de Cataluña lo veremos practicado también por bastantes historiadores y mandatarios catalanes posteriores que tuvieron en Capmany a uno de sus principales referentes. 




			Respecto a la valoración del absolutismo borbónico resulta también interesante escuchar la voz de Ramon Llàtzer de Dou a finales del Antiguo Régimen. Personaje originario de una familia nobiliaria y de gentes de leyes, educado por los jesuitas, discípulo predilecto de Josep Finestres,89 de marcada tendencia regalista y defensor de un reformismo de carácter conservador, Dou fue uno de los intelectuales más influyentes en la Universidad de Cervera hasta el traslado de la misma nuevamente a Barcelona a mediados del Ochocientos. Catedrático de dicha institución desde 1776, fue nombrado en 1805 su máximo responsable, cargo que incluso conservó por expreso deseo real cuando el papa Gregorio XVI lo abolió en 1831.90 Jurisconsulto reconocido, coincidió con Capmany en las Cortes de Cádiz, donde llegó a ser su primer presidente en 1812, sin duda como una muestra de su evidente prestigio en España, y pasada la guerra de la Independencia fue nombrado vocal de la Junta Consultiva de Fernando VII en Cataluña, como prueba inequívoca de su monarquismo y fidelidad a la dinastía borbónica.  




			En efecto, el nieto de don Jacinto de Dou, abogado real del archiduque Carlos en las cortes de 1705-1706, mostró casi siempre una alta valoración de la incorporación de los Borbones a la historia de España, una Monarquía que, a su juicio, estaba alicaída con la veterana dinastía de los Austrias. Por eso debe entenderse que no dudara en defender una positiva consideración global de los nuevos soberanos cuando en diciembre de 1783 escribiera un elocuente elogio de Felipe V91. Era, ciertamente, uno más de los elogios que cada año se pronunciaban en la Universidad de Cervera en honor de su fundador; uno más y con la retórica propia de este tipo de literatura, pero no por ello falto de sinceridad respecto a la valoración que de dicho reinado y del conjunto de la dinastía tenía el clérigo Dou.  




			¿Y qué nos dice en su elogio el profesor cervariense respecto al primer Borbón? Pues nada menos que considera que Felipe V fue un excelente rey porque resultó el perfecto paradigma de que, por encima de los éxitos bélicos, lo que verdaderamente hace pasar a un soberano a la posteridad, y por tanto su principal virtud, es su capacidad de legislador, de hacer buenas y duradera leyes para su monarquía. Prueba evidente de esta realidad histórica la constituye el caso particular del principado, con el cual Felipe V se comportó, en opinión de Dou, como un verdadero «Solón de Cataluña».92 La razón principal de esta rotunda valoración positiva la encuentra este catedrático en derecho en la promulgación de una ley que considera fundamental para los destinos del país catalán: la Nueva Planta. Una ley sobre la que llega a decir que más que ley «la llamaría modelo y regla de las mejores leyes y código de derecho universal [pues] tan abundantes son en ella las instituciones de pocas y muy consideradas palabras y las previsiones de futuro».93 Una ley de la que afirma: «Nunca he escuchado a un hombre docto que con sus elogios no la ensalzara hasta el cielo». Y acerca de la cual siente la necesidad de mostrar en su discurso con cuánto «derecho y merecimiento» se había promulgado. Una ley, en suma, que considera virtuosa porque no la había levantado el nuevo soberano «según las normas de aquellas en las que se había educado en Francia, sino acorde a las circunstancias».94 




			¿Cuáles eran los principales «merecimientos» de la Nueva Planta según Dou? Pues lo primero que afirma es que había resultado virtuosa porque supo andar por el recto camino de derogar algunas costumbres jurídicas inadecuadas del viejo ordenamiento catalán, como el hecho de que a una persona pudiera juzgarla una sola autoridad municipal que había llegado a serlo por dinero y por condición social antes que por «virtud y méritos hacia la república». Dou aceptaba el monarca absoluto para un solo reino, pero criticaba en cambio que en su seno hubiera en cada municipio un poder absoluto de carácter más bien oligárquico que fuera la única instancia unipersonal juzgadora. Felipe V había acabado con aquella situación «gótica» al disponer que, en caso de delito grave, fueran cinco los expertos varones juzgadores. Es decir, los ciudadanos tenían desde entonces un lugar donde «refugiarse» ante los «mandones».  




			La Nueva Planta había tenido también para Dou el acierto de abrir dos puertas fundamentales para la sociedad. La primera para que entrara la «virtud y la sabiduría» desterrando a la «incierta condición de nacimiento» a la hora de elegir a las personas que debían ocupar los cargos civiles y eclesiásticos de relevancia. Y la segunda para que los «españoles beneméritos» pudieran entrar en Cataluña y «nosotros [los catalanes, en] las de las demás» provincias. O dicho de otro modo, se había acabado con la condición de extranjería dentro de la propia monarquía y auspiciado la idea ilustrada de que había que valorar la virtud y el mérito y no únicamente la cuna de nacimiento en el siempre delicado proceso de la promoción social y política. Y no sólo eso. La Nueva Planta había finiquitado también otras situaciones permitidas por el antiguo ordenamiento catalán que a Dou le parecían insostenibles, como el hecho, por ejemplo, de que hubiera «asociaciones» populares que desde el siglo XIV pudieran por su cuenta y riesgo tomarse la justicia por su mano para perseguir a los presuntos delincuentes «ante el primer grito del pregonero».95 En suma, en cuanto a estas cuestiones jurídicas y políticas, y aun a sabiendas de que algunos compatriotas catalanes suyos pudieran molestarse por «dolerse de la suerte de nuestros mayores», Dou opina que la Nueva Planta vino a arrumbar viejos y maléficos hábitos que perduraban en la Cataluña de los Austrias.  




			Pero igual que valora positivamente la derogación que la Nueva Planta hizo de algunos comportamientos institucionales derivados de las antiguas Constituciones catalanas, considera en cambio benéfico que dicha ley dejara vigente otra parte de las mismas, como, por ejemplo, el «derecho náutico y otras leyes municipales nuestras». Desde una visión plural de la realidad de España, y a la contra de quienes solicitaban una inmediata unificación de todas las leyes, Dou cree que cada pueblo tiene su propia personalidad y que, por tanto, «a los pueblos costeros les va unas leyes y a los de tierra adentro otras; que hay que valorar de distinta manera los ligeros ingenios de los griegos y los rudos de los espartanos».96 Así pues, Cataluña es para Dou una entidad histórica específica con identidad propia en el marco de las Españas. Cataluña no es Castilla porque el centro mesetario no es la periferia mediterránea, ni la historia de una y otra son la misma.  




			En materia económica, Dou valora muy positivamente a Felipe V y a los demás monarcas Borbones. Por un lado, porque en cuestiones fiscales fueron pasando del sistema de arrendadores al de funcionarios, llegando a afirmar que fue Felipe V quien «libró por completo a Cataluña y en gran parte a España de la durísima y cruel secta de los recaudadores y mandó que arrendaran los tributos a quienes no llamaba al cargo la ambición de ganancias y negocios, que los empujaba a pasarse de la raya».97 Y, por otro lado, porque considera, siguiendo en buena medida a Jerónimo de Ustáriz, que su política económica centrada en el proteccionismo de la manufactura nacional resultó importantísima para el crecimiento de la economía de España y también para la del principado, pues actuó como acicate para el desarrollo de su industria la benéfica prohibición de los tejidos o lienzos estampados de algodón venidos de cualquier parte. En su pensamiento económico de mercantilismo tardío, el proteccionismo ocupó sin duda una parte sustancial.  




			En cuestiones fiscales, Dou valora de manera especialmente positiva que la Nueva Planta instaurara el impuesto del catastro.98 En este sentido, era un decidido partidario de la única contribución que, a su juicio, los reinados de Fernando VI y Carlos III intentaron aplicar en los otros reinos por desgracia sin éxito, y que nuestro catedrático volvió a defender como idea central de sus posiciones hacendísticas en las Cortes gaditanas frente a los argumentos contrarios al catastro de Vicente Alcalá-Galiano, quien afirmaba que de ese modo Cataluña pagaba bastante menos que Castilla, cuestión que «con demostración matemática» Dou sostenía que era precisamente a la inversa.99 Para Dou el catastro catalán era un palmario ejemplo de única contribución que debía ser imitado en toda España. Un tributo que, si bien no excluía las aduanas de las fronteras ni algún que otro impuesto más, debía ser preferido en todo caso al maligno y enmarañado sistema fiscal castellano de rentas provinciales que, a su juicio, había resultado un claro impedimento para el crecimiento de la industria y el mercado nacional. O sea, el catastro era digno de ser aplicado para la Monarquía entera porque permitía un mejor conocimiento de la riqueza de los reinos y las personas, evitaba «una tropa de alcabaleros que como perros de caza muerden continuamente el fruto desde que sale de la tierra hasta que se consume», representaba una mayor equidad en el pago de las personas y en la contribución de los territorios españoles (con él, en su opinión, Cataluña pagaba tanto o más que las Castillas),100 y porque, finalmente, en tiempos de invasión enemiga se mostraba más eficaz para obtener rápidamente recursos. En definitiva, desde que se instauró el catastro en Cataluña estaba el pueblo «complacido con alegría sin sujeción a las trabas casi serviles que consigo traen las rentas provinciales», y «sin pagar nadie sino en razón de sus bienes raíces, industria y comercio, o en aduanas en frontera el que, siendo rico, tenía gusto de lucirlo con géneros estrangeros o que no se contentaba con el precio del país en cuanto a primeras materias»101. Así pues, para Dou el catastro era parte de la modernidad y el progreso. 




			Por último, como no podía ser menos por parte de un catedrático cervariense, Dou pondera muy positivamente a Felipe V y a los Borbones por instaurar y sostener la Universidad de Cervera, considerando que fue un regalo del monarca, en prueba de su amor por Cataluña, que sirvió para anular tantos estudios generales en malas condiciones instaurando una única universidad reformada que debía ser equiparable a las mejores de Europa, como así cree nuestro académico que aconteció durante el transcurso de la centuria.  




			La mayor parte de estos argumentos pueden comprobarse asimismo en la más elaborada, famosa e influyente de sus obras, Las instituciones  de derecho público general de España, donde Dou otorga nuevamente a las políticas del absolutismo borbónico respecto al principado una positiva evaluación por haber mantenido buena parte de la legislación anterior en cuanto al derecho civil y mercantil, por haberse ocupado de ordenar jurídicamente muchos asuntos importantes para el crecimiento económico, por las políticas de protección a la industria y al comercio, por la beneficiosa introducción de un catastro que considera socialmente progresivo y, finalmente, por el decidido amparo a instituciones como la Junta de Comercio de Barcelona.102 Como podemos recordar, razones todas que ya estaban de forma embrionaria en sus escritos anteriores y de las cuales nunca se desdecirá a lo largo de su vida.  




			Dou es un reformador conservador que admite eliminar lo que le parece que se opone a su idea de progreso pero también conservar todo aquello que lo permite o no lo imposibilita. Por eso piensa que Felipe V y los demás monarcas Borbones fueron positivos para Cataluña: porque reformaron las cosas malas y dejaron las cosas buenas, porque no trataron de anular a la provincia en toda su personalidad, sino adentrar en ella los nuevos vientos que soplaban por Europa conservando algunas de las veteranas costumbres propias. Dou afirmaba que el principado vivía, en la época en la que él escribe, una etapa de esplendor103 y creía que un motivo importante para conseguirla había sido un buen enlace entre los Borbones y las virtudes de los catalanes. Por un lado, las estratégicas actuaciones de Felipe V culminadas por Carlos III, que «ha establecido en utilidad nuestra y de todo el reino muchas cosas que se echaban de menos». Y, por otro lado, «la laboriosidad propia de nuestros hombres (los catalanes)... que tienen más sentencias que palabras, que son los primeros en tomar decisiones y no los últimos en seguirlas». Para Dou, Felipe V será recordado por sus hazañas bélicas como la toma de Barcelona o la batalla de Almansa, pero «la fama olvidará mucho más despacio lo que hizo en la paz, las decisiones e instituciones que han dejado bien asentada esta provincia».104 




			Ahora bien, pese a su genérica defensa del primer Borbón, pese a su positiva valoración de lo realizado por el absolutismo borbónico como algo benéfico para Cataluña y para España y pese a su declarado regalismo, que basa en la propia tradición catalana de Antoni Oliba o Narcís Peralta, Dou es capaz de conciliar dichas posiciones con un explícito reconocimiento de que la actuación de Felipe V en el final de la guerra de Sucesión no fue de recibo porque trató al principado como una «provincia conquistada».105 Es más, afirma que: 




			 




			Cataluña tuvo la desgracia de que por uno de los efectos que suelen resultar de las guerras civiles, como lo fue la que se llama de sucesión, se la trató con dureza y crueldad: una tercera parte hermosísima de la ciudad de Barcelona se derribó tan necia como inútilmente para establecer allí una ciudadela, que ha causado ahora en gran parte la ruina de la misma casa reinante que la mandó edificar.106 




			 




			Y no sólo señala sin tapujos esa dura realidad posbélica, sino que a pesar de su evidente reconocimiento de las virtudes del catastro para la economía catalana a lo largo del siglo, tampoco se priva de recordar que al principio se gravó a los catalanes con unos impuestos a todas luces excesivos que pronto se comprobó que eran imposibles de satisfacer y que tuvieron que ser rebajados notablemente.107 




			Ni tampoco dudó Dou en mostrar que su reformismo moderado de carácter conservador le permitía proponer, en el marco de las Cortes de Cádiz, una «Constitución histórica» basada en dos sujetos de soberanía: el rey y las Cortes estamentales. Ni vaciló al reclamar una división de poderes entre el judicial y el legislativo en el Parlamento y el ejecutivo en manos del rey, al estilo del sistema político inglés: «La buena constitución de un Estado parece que consiste en los tres poderes, legislativo, judicial y ejecutivo, y en que estén separados... la Constitución británica está zanjada sobre ese principio».108 Para el catedrático cervariense, «la sagrada persona del rey» debía tener capacidad de ejecución política con sus ministros, pero la acción legislativa era bueno que estuviera en unas únicas Cortes estamentales con representación de las provincias. Cortes que podían reunirse periódicamente cada seis o siete años, pero que tenían que estar acompañadas de un nuevo organismo que por su rapidez pudiera hacerlas eficaces para legislar ante las urgencias que en los tiempos modernos generaban la competencia internacional (bélica y comercial), urgencias políticas que hacían aconsejable la delegación del poder legislativo de las Cortes en un cuerpo más ágil, que sin embargo Dou no especifica cómo se debía llamar. En cualquier caso, no haber respetado esta separación de poderes, que según nuestro catedrático era la propia de la tradición española, había ocasionado los últimos males (no queda claro con plena certeza si se refiere al gobierno de Godoy). Para Dou, esta distinción de jurisdicciones era precisamente lo que más afianzaba al rey, tal como se había demostrado en Inglaterra.  




			Ni le pareció problema alguno apoyar, al igual que hiciera Capmany, la petición de que las Cortes españolas tuvieran muy en cuenta el funcionamiento de las antiguas Cortes catalanas, recuperando de este modo que el monarca se reuniera con los tres brazos para pactar los acuerdos y jurarse mutua fidelidad al tiempo que se nombraran dieciocho jueces de agravios (nueve por parte del monarca y nueve por parte de los estamentos) para estudiar los posibles incumplimientos (lo que Capmany llamaría la «diputación»). Una reunión que solicitaba que se realizara con presencia de nobles, clérigos y «vocales de todas las provincias [...] en razón de lo que cooperase cada provincia en fuerza de hombres y dinero para servir el Estado». Ni, finalmente, Dou titubeó al propugnar una visión plural de España opuesta a la homogeneidad política que defendían los liberales y que al parecer él consideraba con tintes centralistas.109 




			El defensor del reinado de Felipe V respecto a Cataluña, el defensor de las políticas del absolutismo reformista durante el siglo XVIII, el defensor de la monarquía borbónica durante y después de la guerra de la Independencia, era el mismo que lamentaba la represión felipista y que hacía de valedor de una Constitución que calificaba de «histórica» y en la que no debía mostrarse, en su opinión, reparo alguno hacia la existencia de los tradicionales reinos de las Españas, cuya reunión voluntaria constituía de hecho para él la común monarquía de España. Dou no pedía la vuelta de las Constituciones catalanas, no solicitaba retroceder al mundo foral de los Austrias, pues pensaba que lo hecho por los Borbones era básicamente correcto y que lo preceptivo, en 1812, era la existencia de unas Cortes únicas para toda España, pero sí defendía que las mismas se basaran también en la propia y variada tradición constitucional española (incluyendo en lugar destacado a la catalana), y que fueran un cierto contrapeso del poder real desde una composición claramente estamental al estilo tradicional, unas Cortes en las que además hubiera también representantes de todas las provincias españolas (recordemos que Cataluña era entonces considerada una provincia única). Quizá por eso mismo estuvo de acuerdo en considerarse, al contrario que Capmany, diputado de Cataluña que debía seguir las opiniones del territorio y no diputado por Cataluña con libertad de criterio. Y quizá por eso también Dou se convirtió en una especie de portavoz oficioso de las autoridades civiles de Cataluña durante todo ese convulso periodo.  




			De esta manera, Dou y Capmany, procedentes ambos de familias austracistas, son de opiniones muy parecidas al compartir unos postulados ideológicos no demasiado alejados en aquellos momentos de difícil transición política. No parece que en esencia la globalidad del discurso de Dou sobre la aportación positiva de los Borbones, sobre el proteccionismo económico, sobre la pluralidad hispánica, sobre la necesidad de contemplar también el constitucionalismo histórico español (y por tanto, el catalán) antes que el francés a la hora de hacer una única Constitución o bien sobre la defensa de la actitud proespañola de los catalanes durante la guerra de la Independencia110 se diferenciase en gran medida (aunque ciertamente existan matices) de lo que pensaba y proponía Capmany por esas mismas fechas.  




			Uno y otro apreciaban que la unión entre buena parte de las políticas borbónicas con las tradicionales virtudes catalanes había formado un buen matrimonio; uno y otro individualizaban a Cataluña dentro de España como un ente histórico-político específico con personalidad propia, incluso Capmany no tuvo empacho alguno en hablar de los catalanes como «un pueblo» y como una «comunidad nacional»; uno y otro reivindicaban de forma historicista el constitucionalismo catalán a la hora de redactar la nueva Constitución unitaria española; uno y otro practicaban el doble patriotismo al sentirse catalanes y españoles sin contradicción; y también uno y otro, finalmente, representaban políticamente un reformismo conservador (más acentuado quizá en Dou, quien no votó en las Cortes a favor de abolir la Inquisición), regalista y estamentalista en el marco de un orden social que se estaba empezando a deshacer sin que todavía hubiera sido claramente sustituido por otro. Ninguno de los dos se proclamaba neoaustracista, pero ambos personalizaban a Cataluña como algo diferente dentro de las Españas y solicitaban que las reformas moderadas que debían hacerse no fueran a costa de la real pluralidad geopolítica de España. Cataluña sí y España también era un lema que el historiador Capmany y el jurista Dou compartían en la difícil y compleja bisagra finisecular. 




			Con la guerra de Independencia de por medio y con los convulsos años que le siguieron, la historiografía catalana tardaría en encontrar de nuevo su pulso.111 Sin embargo, buena parte de las actitudes y opiniones de Capmany o de Dou no caerían en saco roto. No lo harían sus posiciones políticas ni tampoco sus ponderaciones sobre las relaciones entre Cataluña y el absolutismo borbónico. Creo poder afirmar que sus estelas, sobre todo la de Capmany, defendiendo las Españas y el doble patriotismo, poniendo en valor la tarea de las «provincias» en la construcción de la identidad española, apostando por el castellano como una lengua capaz de incorporarse a la ciencia moderna, reclamando la laboriosidad y el sentido empresarial catalán para alcanzar la modernidad en España, evocando de manera positiva el patrimonio constitucional de la corona aragonesa para una sola Constitución nacional española basada en el derecho histórico hispano y reconociendo lo que la monarquía borbónica hizo para bien de España y Cataluña, volvería a surgir en diversos autores tanto de la primera mitad del siglo XIX como del amplio universo de la Renaixença. La narrativa histórica reivindicativa propia del romanticismo historicista catalán estuvo en parte asentada en el discurso capmaniano.  




			Historiadores como Joan Cortada, Ferran Patxot, Víctor Balaguer o Antoni de Bofarull no tuvieron inconveniente en valorar positivamente las opiniones de su predecesor porque en esencia, y sin duda con matices entre ellos, compartían buena parte de sus posiciones políticas sobre la incardinación y el papel de Cataluña en España. Por eso no tuvieron tampoco problemas en compartir la esencia del discurso ponderativo capmaniano sobre el Setecientos ni en seguir su senda defendiendo que la historia comparada era un arma fundamental para aleccionar a los intelectuales y a los ciudadanos en la medida en que resultaba el elemento idóneo para comprender las causas del presente y mostrar las adecuadas actuaciones para su mejora. Como dijo el propio Capmany: «Estos saludables desengaños deben llegar a las naciones por el conducto de su propia historia, esto es, de la pintura de los errores y de sus aciertos, que comparados con los diversos pueblos y edades componen las lecciones del ciudadano y el Literato».112 




			La historia era para Capmany un instrumento del presente para leer un pasado que debía resultar, a su vez, aleccionador y normativo para aquel por la vía comparativa. Y eso fueron esencialmente sus Memorias históricas, tratando de explicar causalmente la espléndida expansión económica de la Cataluña medieval como un ejemplo merecedor de permanecer en la «memoria histórica catalana» para aprender de ella, y también como un medio para entender la gran expansión comercial catalana que se estaba produciendo de la mano de los grandes comerciantes del Setecientos que, sentados en los sillones de la Junta Particular de Comercio, no por casualidad decidieron sufragar una obra histórica que coincidía con sus intereses estratégicos de clase. Todo un ejercicio de historia comparada entre pasado y presente de un mismo país para crear la memoria memorable, es decir, buena y positiva, en la que debía buscar Cataluña su futuro progreso civilizatorio. Mirar al pasado, aprender de sus glorias y reproducirlas en el futuro con orgullo y fidelidad. La secuencia comparativa entre el espléndido medioevo y el dinámico Setecientos estaba clara: un sistema político participativo con los estamentos controlando al rey permitía generar y amparar a una élite social emprendedora que desarrollaba la economía y el progreso común de todo el país. El comercio y los comerciantes eran el eje fundamental; las Cortes estamentales, un bien necesario. Para el último Capmany, la Cataluña del siglo ilustrado ya tenía a sus grandes hombres de negocios desarrollando la economía mercantil y fabril, por eso pedía en el cambio de centuria que volvieran las Cortes estamentales para controlar el pacto que debía realizarse con el soberano en cuanto al ejercicio del poder.  




			Para la mayoría de los historiadores catalanes del XIX, Capmany había despertado la conciencia histórica catalana que ellos deseaban alimentar como estudiosos, una conciencia histórica que mostraba su utilidad para movilizar el sentimiento patriótico (español y catalán) y conducía de hecho a una visión a menudo presentista de la historia de Cataluña y de España que, hallándose ya en el ilustre barcelonés, se iba a transmitir a buena parte de la historiografía catalana posterior. Como se iba a heredar igualmente la combinación capmaniana entre la consecución de una rigurosa erudición alcanzada con la crítica documental y una historia narrativa en la que tuviera cabida la interpretación sobre la causalidad histórica sin dejar de lado el apasionamiento patriótico.113 




			En resumidas cuentas, con Capmany quedó instalado en la cultura y en la política catalana un historicismo que, proviniendo al menos de los tiempos de Feliu de la Penya, iba a recorrer un fructífero camino hasta nuestros días. Desde entonces, ha resultado usual que los intelectuales y los políticos contemplen a la historia como un elemento axial positivo, casi reverenciado, para definir la identidad diferencial catalana y las estrategias para su adecuada conservación y aumento. La historia como elemento indispensable de las políticas nacionalizadoras.114 O como diría el propio Capmany:  




			 




			La historia en general instruye, enseña y desengaña a los lectores, mas no les apega a ningún país, ni los interesa por la suerte de ninguno. Pero el que ha leído la historia de su Nación, sus pasadas glorias, sus leyes, sus antiguos usos, las proezas y virtudes de los antepasados, el que ama su lengua y sus costumbres, cobra y conserva amor a su Patria y la defiende en la guerra porque la defiende en la paz.115 




			 




			Esto que Capmany escribió en su Informe refiriéndose a una España ocupada por Napoleón era un mensaje que podía ser aplicado después para Cataluña sin mayores cortapisas: conocer la historia de una nación y estimar su lengua y sus costumbres, ayuda a enamorarse de la patria y a luchar por su supervivencia futura. Y los historiadores y políticos románticos catalanes no pusieron objeciones a esta idea, tanto para ser aplicada a España como a Cataluña. Una idea que se instalaría en el espíritu político catalán de la centuria decimonovena: Cataluña tenía una historia gloriosa y al tiempo desgraciada que era preciso contar porque permitía sentirse orgullosos de ser catalanes y demostraba el porqué de las diferencias con los otros españoles. Lo que no siempre hicieron muchos de los historiadores posteriores fue aplicar la metodología histórica de Capmany consistente en tratar de no ideologizar de manera partidista el oficio de historiador.  




			Precisamente, la pervivencia del influjo del paradigma político e historiográfico capmaniano empezó a variar cuando los avatares de la política fueron también modificando las posiciones respecto a los asuntos del Siglo de las Luces y degradando la figura de Capmany. En la medida en que se radicalizaron algunos intelectuales, historiadores y políticos catalanes hacia posturas más nacionalistas, Capmany fue apareciendo como poco catalanista por su actitud ante la lengua catalana y por su decidido apoyo al nacimiento del Estado-nación español.116 Cuando Capmany dejó de ser una gloria de Cataluña, las opiniones sobre el absolutismo también empezaron a radicalizarse en negativo en una parte de la historiografía, la intelectualidad y la política catalana. Pero antes de llegar a eso hubo de transcurrir una gran porción del siglo XIX. Veamos, pues, lo que pasó durante la mayor parte de esa centuria. 
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